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Señores 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
E.     S.     D. 
 
 

REFERENCIA:  LIQUIDACION DEL CREDITO 
ACCION:   EJECUTIVO 
DEMANDANTE:       LUZ YOLANDA SANCHEZ CAMARGO 
DEMANDADO: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP 
RADICADO:  11001-3335-014-2015-00859-00 
 

 
ADALBERTO OÑATE CASTRO, abogado titulado y en ejercicio, actuando como apoderado de 
la parte demandante en el proceso de la referencia, encontrándome dentro del término legal 
establecido en el artículo 446 del Código General del Proceso, me permito aportar la liquidación 
de crédito, en los siguientes términos: 
 
De conformidad con lo ordenado en la sentencia y lo que se observa dentro del proceso ejecutivo 
la demandada adeuda los intereses moratorios. 
 
Ahora frente a los INTERESES MORATORIOS considero importante destacar las siguientes 
diferencias, las cuales son evidentes: 
 

No pago oportuno de mesadas Derivados de una Sentencia 

Artículo 141 de la ley 100 de 1993 inciso 5 del artículo 177 del C.C.A 

Prestación económica- Pensión Sentencia 

Causados por la mora o no pago de las 
mesadas pensionales 

Causados por la mora o tardío cumplimiento 
de una sentencia. 

Se causan a  partir de la fecha de efectividad 
de la mesada pensional 

Se causan a partir del día siguiente de la 
ejecutoria de la Sentencia 

Se causan desde cuando la mesada pensional 
se hace exigible, así no se haya reconocido 
aún en sentencia judicial, 

Se causan a partir de la ejecutoria de la 
sentencia o del plazo que se haya establecido 
en la misma para su solución o pago. 

 
Mediante sentencia de la Corte suprema: Magistrado ponente JORGE LUIS QUIROZ ALEMÁN 
SL3130-2020 Radicación n.° 66868 Acta 30, 19 de agosto de 2020, modifico la jurisprudencia y 
sostuvo sobre la correcta interpretación del artículo 141 de la ley 100 de 1993, lo siguiente: 
 

En ese sentido, para la Corte es preciso subrayar que la obligación constitucional y 
legal de las entidades administradoras de pensiones no es solo la de pagar de manera 
oportuna las pensiones de sus afiliados, sino también y fundamentalmente la de 
pagarlas de manera íntegra, cabal y completa, pues, de lo contrario, se harán 
merecedoras de la imposición de los intereses moratorios establecidos en el artículo 
141 de la Ley 100 de 1993. 
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6. Como conclusión, la Corte encuentra suficientes razones para modificar 
su jurisprudencia hasta ahora vigente, y sostener que la correcta 
interpretación del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 permite inferir que los 
intereses moratorios allí consagrados proceden tanto por la falta de pago 
total de la mesada como por la falta de pago de alguno de sus saldos o ante 
reajustes ordenados judicialmente.  (negrilla y subrayado fuera del texto) 
 
Ahora bien, la posición que se sienta a través de esta decisión y que se justifica en 
líneas anteriores merece dos precisiones fundamentales.  
 
En primer lugar, que permanece vigente la jurisprudencia de la Corte en torno al 
carácter meramente resarcitorio de los intereses, mas no sancionatorio, de manera que 
no es necesario realizar algún examen de la conducta de la entidad obligada tendiente 
a descubrir algún apego a los postulados de la buena fe. Ello con la salvedad de algunos 
casos en los que, según la jurisprudencia, las entidades niegan administrativamente un 
determinado derecho pensional o definen su cuantía con amparo en el ordenamiento 
legal vigente y teniendo en cuenta que, finalmente, la obligación se produce por la 
aplicación de reglas jurisprudenciales relativas a la validez de algunas normas. 
 
En segundo lugar, que los intereses moratorios sobre saldos o reajustes de la pensión 
deben liquidarse respecto de las sumas debidas y no pagadas, pero no teniendo como 
referente la totalidad de la mesada pensional. En este punto es claro el artículo 141 de 
la Ley 100 de 1993 en cuanto dispone que la respectiva entidad debe pagar «la 
obligación a su cargo», que en este caso es el saldo debido, y «sobre el importe de 
ella», ese decir ese saldo, «la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento 
que se efectúe el pago.»  
 
En los referidos términos, queda fijada la posición de la Corte en torno al tema tratado. 

 
Pese a que en su artículo 141 de la ley 100 de 1993 se estableció que se causan intereses por la 
mora o no pago de las mesadas pensionales, es claro que pese a existir esa norma en la 
jurisdicción contenciosa no se ha dado aplicación desconociendo el principio de la prevalencia del 
derecho sustancial. 
 
Solicito al despacho se de aplicación al artículo 141 de la ley 100 de 1993 en donde se establece 
que se causan intereses por la mora o no pago de las mesadas pensionales a partir de la fecha 
de exigibilidad de la mesada pensional o fecha de efectividad de la cuantía pensional, por cuanto 
esa norma está vigente en nuestro ordenamiento jurídico.  
 
Desde el año 2006 y hasta la fecha 2022 han transcurrido 16 años, la entidad demandada no ha 
dado debidamente cumplimiento a la sentencia, solo en enero de 2012 realizo el primer abono y 
en octubre de 2012 realizo un segundo abono, por ello se acoge el artículo 1653 del Código Civil 
sobre la Imputación del pago a intereses que establece: Si se deben capital e intereses, el pago 
se imputará primeramente a los intereses, salvo que el acreedor consienta expresamente que se 
impute al capital. 
 
 
La presente liquidación del crédito se efectúa el calculo solo con el inciso 5 del artículo 177 del 
C.C.A. es decir los causados a partir del día siguiente de la ejecutoria de la sentencia. 
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El proceso ordinario que dio origen a la presente demanda ejecutiva, fue iniciado, en vigencia del 
Decreto 01 de 1984, por ello la ley aplicable para la liquidación de los intereses moratorios es el 
inciso 5 del artículo 177 del C.C.A. 
 

“Las cantidades líquidas reconocidas en tales sentencias devengarán intereses 
comerciales durante los seis (6) meses siguientes a su ejecutoria y moratorios 
después de este término”. Texto Subrayado declarado INEXEQUIBLE por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-188 de 1999 
 
Sentencia C-188 de 1999 
(…), se tiene que a partir de la ejecutoria de la sentencia, darán lugar al 
reconocimiento de intereses de mora, a menos que la misma fije un plazo 
determinado para el pago de la condena; caso en el cual, aplicará lo expresado 
respecto a la conciliación, valga precisar, durante el plazo corren intereses 
comerciales y vencido éste intereses moratorios. 
 
Ahora, el plazo de 18 meses previsto en el artículo 177 del Código Contencioso 
Administrativo cuenta como un requisito de procedibilidad para que el 
beneficiario de la condena judicial inicie contra la administración un proceso 
ejecutivo, pero no exime a la administración del pago de intereses, los cuales 
se causan como moratorios a partir de la ejecutoria de la sentencia, si en ésta 
no se ha concedido un plazo al efecto, como lo sería el dispuesto por el artículo 
176 del Código Contencioso Administrativo”. 

 
La norma establece que la mora en el pago de una condena judicial, causara intereses moratorios 
a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia y en concordancia con el artículo 
884 del Código de Comercio, dichos intereses se calcularan así: 

ARTÍCULO 884. LIMITE DE INTERESES Y SANCIÓN POR EXCESO. Modificado 
por el Art. 111, Ley 510 de 1999. El nuevo texto es el siguiente: Cuando en 
los negocios mercantiles haya de pagarse réditos de un capital, sin que se 
especifique por convenio el interés, éste será el bancario corriente; si las 
partes no han estipulado el interés moratorio, será equivalente a una y media 
veces del bancario corriente y en cuanto sobrepase cualquiera de estos 
montos el acreedor perderá todos los intereses, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 72, Ley 45 de 1990. 
 
Se probará el interés bancario corriente con certificado expedido por la 
Superintendencia Bancaria. 

 
Los intereses moratorios deben ser calculados con una tasa del 1.5 veces el interés corriente 
bancario certificado por la Superintendencia Financiera sobre las sumas liquidas pagadas en la 
medida que el proceso fue tramitado y culminado bajo la vigencia del Decreto 01 de 1984. 
 
Los anteriores argumentos tienen sustento en la sentencia proferida por el Honorable Consejo de 
Estado de fecha 20 de octubre de 2014, Radicado No. 05001-23-31-000-1996-00439-01 (29.979) 
C.P. Dr. Enrique Gil Botero, la cual estipulo: 
 

(…)  
En los términos expresados, Sala concluye que: i) Los procesos cuya demanda 
se presentó antes de la vigencia del CPACA y cuya sentencia también se 
dictó antes, causan intereses de mora, en caso de retardo en el pago, 
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conforme al art. 177 del CCA, de manera que la entrada en vigencia del 
CPACA no altera esta circunstancia, por disposición del art. 308. ii) Los 
procesos cuya demanda se presentó antes de la vigencia del CPACA y cuya sentencia 
se dicta después, causan intereses de mora, en caso de retardo en el pago, 
conforme al art. 177 del CCA, y la entrada en vigencia del CPACA no altera esta 
circunstancia, por disposición expresa del art. 308 de este. iii) Los procesos cuya 
demanda se presentó en vigencia del CPACA, y desde luego la sentencia se dicta 
conforme al mismo, causan intereses de mora conforme al art. 195 del CPACA. 
 

Así mismo, de conformidad con la Sentencia del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “F” Bogotá D.C., diecinueve (19) de junio 
de dos mil veinte (2020) Magistrado Ponente: Dr. LUIS ALFREDO ZAMORA ACOSTA, 
Radicación:11001-33-35-012-2018-00015-01. Dilucidó la forma en la cual debe realizarse la 
liquidación de los intereses moratorios por tardío cumplimiento, la Sala se pronunció, aclaro y 
efectuó la liquidación correspondiente a los conceptos de capital anterior, capital posterior e 
intereses moratorios por tardío cumplimiento, en los siguientes términos: 

Así, una vez establecidos los extremos temporales de la causación de intereses 
moratorios, es preciso entrar a definir tanto el capital anterior, como el posterior, 
los cuales constituyen los valores insolutos que sirven de base para calcular el importe 
de los intereses moratorios y tienen una clara distinción.  

Para contextualizar lo enunciado, debemos decir que el capital anterior, es aquel 
valor insoluto que se calcula desde la fecha del reconocimiento de la prestación 
señalado en la sentencia, hasta la ejecutoria de esta última. Debe precisarse que el 
reajuste de tal valor debe realizarse desde la fecha en que el derecho se hizo efectivo, 
dado que el ajuste de las mesadas anteriores incide en el valor de las posteriores, para 
luego establecer los efectos fiscales, cuando en la sentencia se ha declarado el 
fenómeno jurídico de la prescripción.  

Por su parte, el denominado capital posterior, es aquel valor insoluto que se calcula 
desde la fecha en la cual queda ejecutoriada la sentencia que constituye título 
ejecutivo, hasta la fecha en que se incluye el pago de la prestación periódica en la 
nómina de pensionados.   

Para la Sala, resulta relevante hacer tal distinción como quiera que el 
denominado capital anterior debe ser indexado mes por mes hasta la ejecutoria de 
la sentencia para, de allí en adelante, generar intereses moratorios; mientras que 
el capital posterior sólo genera intereses moratorios a partir del momento en que 
es exigible y mensualmente por cada una de las diferencias que se vaya generando, 
en razón a que cada diferencia constituye una obligación independiente. 1  

Se elaboró la liquidación del crédito por cada una de las resoluciones que la entidad 
profirió y en resumen se obtuvo: 

                                                 
1 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “F” Bogotá D.C., 

diecinueve (19) de junio de dos mil veinte (2020) Magistrado Ponente: Dr. LUIS ALFREDO ZAMORA 
ACOSTA, Radicación: 11001-33-35-012-2018-00015-01 
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De conformidad con lo ordenado en la sentencia del proceso de nulidad y restablecimiento del 
derecho, la demanda ejecutiva, las sentencias de primera y segunda instancia dentro del proceso 
ejecutivo y a lo anteriormente expuesto se aporta LIQUIDACION DE CREDITO EN ARCHIVO 
EXCEL, que al sumar los valores 72.312.947+ 53.355.999 arroja la suma total de 
CIENTO VEINTICINCO MILLONES SEISCIENTOS SESENTA Y OCHO MIL SETENTA Y 
SEIS PESOS MCTE ($ 125.668.076)  
 
Dejo así presentada la liquidación de crédito de conformidad al 446 del C.G.P. reitera anexo 
Liquidación de crédito en archivo EXCEL. 
 

NOTIFICACIONES 
 
El suscrito apoderado y mi mandante recibimos notificaciones en la secretaría de su despacho o 
en mi oficina de abogado ubicada en la Calle 19 No. 10 – 08 Oficina 702 Edificio Bogotá- Bogotá 
D.C. Correo Electrónico adal776@hotmail.com  y lydato@hotmail.com – Cel.: 3005645116- 320 
2384324  

 
Cordialmente, 

 

 

 

 
 
Lydato 

5.   RESUMEN INTERESES MORATORIOS  MAS INDEXACION A 28 FEBRERO 2022

RESOLUCION  UGM 009570 DEL 21 DE SEPTIEMBRE DE 2011

Interes moratorio  sobre el  Capital pagado a la fecha de ejecutoria $ 32.155.629

Actualizacion por pedida de valor adquisitivo 16.072.500$     

48.228.130$     

Interes moratorio  sobre mesadas posteriores del  24 de abril 2009 al 31 de octubre 2011 16.057.734$     

Actualizacion por pedida de valor adquisitivo 8.026.213$       

24.083.947$     

SALDO POR PAGAR:  INTERESES MORATORIOS MAS INDEXACION AL 28 FEBRERO 2022 72.312.077$     

Subtotal interes mas indexacion

Subtotal interes mas indexacion

5.   RESUMEN INTERESES MORATORIOS  MAS INDEXACION A 28 FEBRERO 2022

RESOLUCION  UGM 052233 30 JULIO 2012 

Interes moratorio  sobre el  Capital pagado a la fecha de ejecutoria $ 32.192.009

Actualizacion por pedida de valor adquisitivo

32.192.009$     

Interes moratorio  sobre mesadas posteriores del  24 de abril 2009 al 31 de agosto 2012 21.163.990$     

Actualizacion por pedida de valor adquisitivo

21.163.990$     

SALDO POR PAGAR:  INTERESES MORATORIOS MAS INDEXACION AL 28 FEBRERO 2022 53.355.999$     

Subtotal interes mas indexacion

Subtotal interes mas indexacion
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PENSIONADO(A): Luz Yolanda Sanchez Camargo C.C 23.550.107

EFECTIVIDAD: 

EJECUTORIA SENTENCIA

RESOLUCION:  UGM 009570 del 21 de septiembre 2011

1.   Salarios  actualizados del  2006  al  2011 Según Liquidacion UGPP

AÑO RELIQUIDACION VALOR PAGADO DIFERENCIA

2006     3.762.749,00                          2.345.319,50   1.417.429,50        

2007     3.931.320,16                          2.450.389,81   1.480.930,35        

2008     4.155.012,27                          2.589.816,99   1.565.195,28        

2009     4.473.701,71                          2.788.455,96   1.685.245,75        

2010     4.563.175,75                          2.844.225,08   1.718.950,67        

2011     4.707.828,42                          2.934.387,01   1.773.441,41        

2.  RETROACTIVIDAD - Actualizacion de las sumas a partir del 16 de junio 2006   hasta el 23 de abril de 2009, (fecha ejecutoria sentencia)  y su actualizacion mensual.

DESDE HASTA Fecha Valor

16/06/2006 23/04/2009 abr.-09 102,264733

 

TOTAL INDEXADO A 

LA EJECUTORIA

Fecha Ejecut. Sentencia                                                          

23 de abril 2009

Indice Final

R= Rh x indice final/indice inicial

AÑO                        

MES

INDICE               

INICIAL

DIFERENCIA 

MESADA

INDEXACION  

DIFERENCIA MESADA 
MESADA  ADICIONAL

TOTAL MESADAS 

ADICIONAL 

INDEXADA

01/01/2009 - 31/12/2009

01/01/2010 - 31/12/2010

01/01/2011 - 31/10/2011

RETROACTIVIDAD  DIF- MESADA 

PENSION AJUSTE DE VALOR    Art. 178 C.C.A

01/01/2008 - 31/12/2008

16 de junio 2006

23 de abril 2009

VIGENCIA DE MESADA ANTERIOR

16/06/2006 - 31/12/2006

01/01/2007 - 31/12/2007



16-jun-06 86,641169           708.715                                               836.514                                 -     836.514                  

jul-06 86,999092           1.417.430                                       1.666.144                                 -     1.666.144              

ago-06 87,340435           1.417.430                                       1.659.633                                 -     1.659.633              

sep-06 87,590396           1.417.430                                       1.654.897                                 -     1.654.897              

oct-06 87,463740           1.417.430                                       1.657.293                                 -     1.657.293              

nov-06 87,671015           1.417.430                                       1.653.375                                              1.417.430                   1.653.375   3.306.750              

dic-06 87,868963           1.417.430                                       1.649.650                                 -     1.649.650              

ene-07 88,542518           1.480.930                                       1.710.443                                 -     1.710.443              

feb-07 89,580246           1.480.930                                       1.690.629                                 -     1.690.629              

mar-07 90,666846           1.480.930                                       1.670.367                                 -     1.670.367              

abr-07 91,482534           1.480.930                                       1.655.474                                 -     1.655.474              

may-07 91,756606           1.480.930                                       1.650.529                                 -     1.650.529              

jun-07 91,868939           1.480.930                                       1.648.511                                 -     1.648.511              

jul-07 92,020484           1.480.930                                       1.645.796                                 -     1.645.796              

ago-07 91,897647           1.480.930                                       1.647.996                                 -     1.647.996              

sep-07 91,974297           1.480.930                                       1.646.622                                 -     1.646.622              

oct-07 91,979756           1.480.930                                       1.646.525                                 -     1.646.525              

nov-07 92,415836           1.480.930                                       1.638.755                                              1.480.930                   1.638.755   3.277.511              

dic-07 92,872277           1.480.930                                       1.630.701                                 -     1.630.701              

ene-08 93,852453           1.565.195                                       1.705.488                                 -     1.705.488              

feb-08 95,270390           1.565.195                                       1.680.105                                 -     1.680.105              

mar-08 96,039720           1.565.195                                       1.666.647                                 -     1.666.647              

abr-08 96,722654           1.565.195                                       1.654.879                                 -     1.654.879              

may-08 97,623817           1.565.195                                       1.639.603                                 -     1.639.603              

jun-08 98,465499           1.565.195                                       1.625.587                                 -     1.625.587              

jul-08 98,940047           1.565.195                                       1.617.791                                 -     1.617.791              

ago-08 99,129318           1.565.195                                       1.614.702                                 -     1.614.702              

sep-08 98,940171           1.565.195                                       1.617.789                                 -     1.617.789              

oct-08 99,282654           1.565.195                                       1.612.208                                 -     1.612.208              

nov-08 99,559667           1.565.195                                       1.607.722                                              1.565.195                   1.607.722   3.215.444              

dic-08 100,000000         1.565.195                                       1.600.643                                 -     1.600.643              

ene-09 100,589328         1.685.246                                       1.713.315                                 -     1.713.315              

feb-09 101,431285         1.685.246                                       1.699.093                                 -     1.699.093              

TOTAL INDEXADO A 

LA EJECUTORIA

AÑO                        

MES

INDICE               

INICIAL

DIFERENCIA 

MESADA

INDEXACION  

DIFERENCIA MESADA 
MESADA  ADICIONAL

TOTAL MESADAS 

ADICIONAL 

INDEXADA



mar-09 101,937323         1.685.246                                       1.690.659                                 -     1.690.659              

23-abr-09 102,264733         1.292.022                                       1.292.022                                 -     1.292.022              

52.114.558          56.698.106                    4.463.555                                   4.899.852               61.597.959            

9.213.292                7.995.731                           7.995.731                  

TOTAL MESADAS ORDINARIAS Y ADICIONALES CON INDEXACION  A LA EJECUTORIA DEL 16 DE JUNIO 2006 AL 23 DE ABRIL DE 2009

MESADAS INDEXACION

TOTAL A 

REPORTAR

DESCUENTO 

SALUD NETO A PAGAR

Mesadas descontando salud al 12% 17.126.246                1.646.991                                    18.773.237             2.252.788              16.520.448             

Mesadas descontando salud al 12.5% 34.988.312                2.936.557                                    37.924.869             4.740.609              33.184.261             

4.463.555                      436.297                                       4.899.852               -                           4.899.852               

56.578.113               5.019.845                              61.597.959         6.993.397          54.604.561         

2.1.  INTERESES MORATORIOS SOBRE CAPITAL A LA EJECUTORIA: 24 DE ABRIL 2009 AL 31 DE DICIEMBRE 2011

CAPITAL A LIQUIDAR: 54.604.561$               

EJECUTORIA SENTENCIA: 23 de abril 2009

PERIODO LIQUIDACION INTERESES: 24 de abril 2009 al 31 de diciembre  2011

Fecha inicial
Fecha          

Final
Numero Dias Tasa Interes

Tasa Interes Moratorio 

Diaria
Capital Liquidado Subtotal

24/04/09 30/04/2009 7 30,42% 0,0728% 54.604.561                   278.230                        

01/05/09 31/05/2009 31 30,42% 0,0728% 54.604.561                   1.232.160                     

01/06/09 30/06/2009 30 30,42% 0,0728% 54.604.561                   1.192.413                     

01/07/09 31/07/2009 31 27,98% 0,0676% 54.604.561                   1.144.331                     

01/08/09 31/08/2009 31 27,98% 0,0676% 54.604.561                   1.144.331                     

01/09/09 30/09/2009 30 27,98% 0,0676% 54.604.561                   1.107.417                     

01/10/09 25/10/2009 25 25,92% 0,0632% 54.604.561                   862.264                        

30/11/09 30/11/2009 0 25,92% 0,0632% 54.604.561                   -                                 

01/12/09 31/12/2009 31 25,92% 0,0632%                   54.604.561                      1.069.207   

TOTAL

CONCEPTO

Mesadas Adicionales

TOTALES



01/01/10 31/01/2010 31 24,21% 0,0594%                   54.604.561                      1.005.757   

01/02/10 28/02/2010 28 24,21% 0,0594%                   54.604.561                          908.426   

01/03/10 31/03/2010 31 24,21% 0,0594%                   54.604.561                      1.005.757   

01/04/10 30/04/2010 30 22,97% 0,0567%                   54.604.561                          928.075   

01/05/10 31/05/2010 31 22,97% 0,0567%                   54.604.561                          959.010   

01/06/10 30/06/2010 30 22,97% 0,0567%                   54.604.561                          928.075   

01/07/10 31/07/2010 31 22,41% 0,0554%                   54.604.561                          938.019   

01/08/10 31/08/2010 31 22,41% 0,0554%                   54.604.561                          938.019   

01/09/10 30/09/2010 30 22,41% 0,0554%                   54.604.561                          907.761   

01/10/10 31/10/2010 31 21,32% 0,0530%                   54.604.561                          896.325   

01/11/10 30/11/2010 30 21,32% 0,0530%                   54.604.561                          867.411   

01/12/10 31/12/2010 31 21,32% 0,0530%                   54.604.561                          896.325   

01/01/11 31/01/2011 31 23,42% 0,0577%                   54.604.561                          975.961   

01/02/11 28/02/2011 28 23,42% 0,0577%                   54.604.561                          881.513   

01/03/11 31/03/2011 31 23,42% 0,0577%                   54.604.561                          975.961   

01/04/11 30/04/2011 30 26,54% 0,0645%                   54.604.561                      1.056.597   

01/05/11 31/05/2011 31 26,54% 0,0645%                   54.604.561                      1.091.817   

01/06/11 30/06/2011 30 26,54% 0,0645%                   54.604.561                      1.056.597   

01/07/11 31/07/2011 31 27,95% 0,0675%                   54.604.561                      1.143.243   

01/08/11 31/08/2011 31 27,95% 0,0675%                   54.604.561                      1.143.243   

01/09/11 30/09/2011 30 27,95% 0,0675%                   54.604.561                      1.106.364   

01/10/11 31/10/2011 31 29,09% 0,0700%                   54.604.561                      1.184.410   

01/11/11 30/11/2011 30 29,09% 0,0700% 54.604.561                   1.146.203                     

01/12/11 31/12/2011 31 29,09% 0,0700% 54.604.561                   1.184.410                     

3.   DIFERENCIA MESADAS  SIN INDEXACION  DEL  24 DE ABRIL 2009 AL 31 DE OCTUBRE 2011

AÑO
DIFERENCIA 

MESADA 
MESADA ADICIONAL

TOTAL DIFERENCIA 

MESADA
MENOS DESCUENTO SALUD VALOR A PAGAR

24-abr-09 393.224                 393.224                               47.187                                                                        346.037   

TOTAL INTERESES 32.155.629,41                                        



may-09 1.685.246              1.685.246                            202.229                                                                 1.483.016   

jun-09 1.685.246              1.685.246                            202.229                                                                 1.483.016   

jul-09 1.685.246              1.685.246                            202.229                                                                 1.483.016   

ago-09 1.685.246              1.685.246                            202.229                                                                 1.483.016   

sep-09 1.685.246              1.685.246                            202.229                                                                 1.483.016   

oct-09 1.685.246              1.685.246                            202.229                                                                 1.483.016   

nov-09 1.685.246              1.685.246                3.370.492                            404.459                                                                 2.966.033   

dic-09 1.685.246              1.685.246                            202.229                                                                 1.483.016   

ene-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

feb-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

mar-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

abr-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

may-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

jun-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

jul-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

ago-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

sep-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

oct-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

nov-10 1.718.951              1.718.951                3.437.901                            412.548                                                                 3.025.353   

dic-10 1.718.951              1.718.951                            206.274                                                                 1.512.677   

ene-11 1.773.441              1.773.441                            212.813                                                                 1.560.628   

feb-11 1.773.441              1.773.441                            212.813                                                                 1.560.628   

mar-11 1.773.441              1.773.441                            212.813                                                                 1.560.628   

abr-11 1.773.441              1.773.441                            212.813                                                                 1.560.628   

may-11 1.773.441              1.773.441                            212.813                                                                 1.560.628   

jun-11 1.773.441              1.773.441                            212.813                                                                 1.560.628   

jul-11 1.773.441              1.773.441                            212.813                                                                 1.560.628   

ago-11 1.773.441              1.773.441                            212.813                                                                 1.560.628   

sep-11 1.773.441              1.773.441                            212.813                                                                 1.560.628   

oct-11 1.773.441              1.773.441                            212.813                                                                 1.560.628   

VALORES TOTALES 52.237.012           3.404.196                55.641.209                         6.676.945                                          48.964.264                 

3.1.  INTERESES MORATORIOS SOBRER MESADAS SIN INDEXAR: 24 DE ABRIL 2009 AL 31 DE DICIEMBRE 2011



Para el calculo de intereses moratorios sobre las mesadas posteriores pagadas a la ejecutoria se tuvo en cuenta la siguiente sentencia:

a) Corte Suprema de Justicia Sala Casacion Laboral/Magistrado ponente: JORGE LUIS QUIROZ ALEMÁN/SL3130-2020/Radicación n.° 66868/Acta 30/Bogotá, D. C., diecinueve (19) 

     de agosto de dos mil veinte (2020).

b) TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA/SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “F” / Magistrado Ponente: Dr. LUIS ALFREDO ZAMORA ACOSTA /Bogotá D.C.,

     diecinueve (19) de junio de dos mil veinte (2020)

INICIO CORTE
TOTAL DIFERENCIA 

MESADA
CAPITAL ACUMULADO Tasa Interes

Tasa Interes 

Moratorio Diaria
DIAS MORA  INTERESES MORA 

24/04/09 30/04/2009                      346.037                                   346.037   30,42% 0,0728% 7                       1.763,18   

01/05/09 31/05/2009                  1.483.016                               1.829.053   30,42% 0,0728% 31                     41.272,87   

01/06/09 30/06/2009                  1.483.016                               3.312.070   30,42% 0,0728% 30                     72.326,48   

01/07/09 31/07/2009                  1.483.016                               4.795.086   27,98% 0,0676% 31                   100.489,12   

01/08/09 31/08/2009                  1.483.016                               6.278.102   27,98% 0,0676% 31                   131.568,23   

01/09/09 30/09/2009                  1.483.016                               7.761.118   27,98% 0,0676% 30                   157.400,66   

01/10/09 25/10/2009                  1.483.016                               9.244.135   25,92% 0,0632% 25                   145.974,62   

01/11/09 30/11/2009                  2.966.033                             12.210.167   25,92% 0,0632% 0                                    -     

01/12/09 31/12/2009                  1.483.016                             13.693.183   25,92% 0,0632% 31                   268.124,94   

01/01/10 31/01/2010                  1.512.677                             15.205.860   24,21% 0,0594% 31                   280.075,48   

01/02/10 28/02/2010                  1.512.677                             16.718.537   24,21% 0,0594% 28                   278.136,96   

01/03/10 31/03/2010                  1.512.677                             18.231.213   24,21% 0,0594% 31                   335.799,21   

01/04/10 30/04/2010                  1.512.677                             19.743.890   22,97% 0,0567% 30                   335.572,77   

01/05/10 31/05/2010                  1.512.677                             21.256.566   22,97% 0,0567% 31                   373.325,41   

01/06/10 30/06/2010                  1.512.677                             22.769.243   22,97% 0,0567% 30                   386.992,54   

01/07/10 31/07/2010                  1.512.677                             24.281.920   22,41% 0,0554% 31                   417.124,72   

01/08/10 31/08/2010                  1.512.677                             25.794.596   22,41% 0,0554% 31                   443.110,10   

01/09/10 30/09/2010                  1.512.677                             27.307.273   22,41% 0,0554% 30                   453.963,36   

01/10/10 31/10/2010                  1.512.677                             28.819.949   21,32% 0,0530% 31                   473.074,69   

01/11/10 30/11/2010                  3.025.353                             31.845.303   21,32% 0,0530% 30                   505.872,93   

01/12/10 31/12/2010                  1.512.677                             33.357.979   21,32% 0,0530% 31                   547.565,69   

01/01/11 31/01/2011                  1.560.628                             34.918.608   23,42% 0,0577% 31                   624.109,04   



01/02/11 28/02/2011                  1.560.628                             36.479.236   23,42% 0,0577% 28                   588.905,52   

01/03/11 31/03/2011                  1.560.628                             38.039.864   23,42% 0,0577% 31                   679.896,05   

01/04/11 30/04/2011                  1.560.628                             39.600.493   26,54% 0,0645% 30                   766.268,42   

01/05/11 31/05/2011                  1.560.628                             41.161.121   26,54% 0,0645% 31                   823.015,42   

01/06/11 30/06/2011                  1.560.628                             42.721.750   26,54% 0,0645% 30                   826.664,65   

01/07/11 31/07/2011                  1.560.628                             44.282.378   27,95% 0,0675% 31                   927.129,68   

01/08/11 31/08/2011                  1.560.628                             45.843.007   27,95% 0,0675% 31                   959.804,19   

01/09/11 30/09/2011                  1.560.628                             47.403.635   27,95% 0,0675% 30                   960.463,26   

01/10/11 31/10/2011                  1.560.628                             48.964.264   29,09% 0,0700% 31                1.062.068,00   

01/11/11 30/11/2011                                 -                               48.964.264   29,09% 0,0700% 30                1.027.807,74   

01/12/11 31/12/2011                                 -                               48.964.264   29,09% 0,0700% 31                1.062.068,00   

16.057.734$         

3.2.   RESUMEN MESADAS ORDINARIAS Y ADICIONALES  DEL  16 DE JUNIO 2006  AL 31 DE DICIEMBRE 2011

VALORES PAGADOS EN LA RESOLUCION  UGM 009570 DEL 21 DE SEPTIEMBRE DE 2011 CUPON DE PAGO No 192156 ENERO 2012

MESADAS INDEXACION TOTAL 

DESCUENTO 

SALUD

17.126.246           1.646.991           18.773.237         2.252.788      

34.988.312           2.936.557           37.924.869         4.740.609      

4.463.555             436.297              4.899.852           

52.237.012           52.237.012         6.268.441      

3.404.196             3.404.196           

112.219.322$           5.019.845$              117.239.167$       13.261.839$    

4.  INDEXACION DE LOS INTERESES  ADEUDADOS POR INTERESES CAUSADOS DEL CAPITAL A LA EJECUTORIA Y GENERADOS POR MESADAS POSTERIORES A LA EJECUTORIA  

4.1.  INDEXACION POR LOS INTERESES CAUSADOS POR EL CAPITAL A LA EJECUTORIA: DEL 1 DE ENERO 2012 AL  28 FEBRERO 2022

Mesadas adicionales  a la ejecutoria

Mesadas posteriores a la ejecutoria del  24 de abril 2009 al 31 de octubre 2011  al 12%

Mesadas adicionales posteriores a la ejecutoria del  24 de abril 2009 al 31 de octubre 2011

TOTALES

Mesadas a la ejecutoria al  12,5 %

TOTAL INTERESES

CONCEPTO

Mesadas sin indexar  a la ejecutoria d al 12 %



AÑO *MES

2022 02 IPC - Final 115,11

2012 01 IPC - Inicial 76,75

4.2.  INDEXACION POR LOS INTERESES CAUSADOS POR  MESADAS POSTERIORES A LA  EJECUTORIA: DEL 1 DE ENERO 2012 AL  28 FEBRERO 2022

AÑO *MES

2022 02 IPC - Final 115,11

2012 01 IPC - Inicial 76,75

5.   RESUMEN INTERESES MORATORIOS  MAS INDEXACION A 28 FEBRERO 2022

RESOLUCION  UGM 009570 DEL 21 DE SEPTIEMBRE DE 2011

Interes moratorio  sobre el  Capital pagado a la fecha de ejecutoria $ 32.155.629

Actualizacion por pedida de valor adquisitivo 16.072.500$      

VH= Valor Histórico (Capital) IPC.I= IPC INICIAL

INDEXACION $ 8.026.213

VALOR ACTUALIZADO $ 24.083.947

 *Fórmula utilizada: VA = VH x (IPC. F / IPC.I) 

VA= Valor Actualizado IPC.F= IPC FINAL

PERIODO

Fecha Final:

Liquidado Desde:

Capital: $ 16.057.734

VH= Valor Histórico (Capital) IPC.I= IPC INICIAL

Fecha Final:

Liquidado Desde:

Capital: $ 32.155.629

INDEXACION $ 16.072.500

VALOR ACTUALIZADO $ 48.228.130

 *Fórmula utilizada: VA = VH x (IPC. F / IPC.I) 

VA= Valor Actualizado IPC.F= IPC FINAL

PERIODO



48.228.130$      

Interes moratorio  sobre mesadas posteriores del  24 de abril 2009 al 31 de octubre 2011 16.057.734$      

Actualizacion por pedida de valor adquisitivo 8.026.213$        

24.083.947$      

SALDO POR PAGAR:  INTERESES MORATORIOS MAS INDEXACION AL 28 FEBRERO 2022 72.312.077$      

SUMA TOTAL DE LAS DOS RESOLUCIONES 125.668.076$       

Subtotal interes mas indexacion

Subtotal interes mas indexacion









 







NETO A PAGAR

16.520.448     

33.184.261     

4.899.852       

45.968.571     

3.404.196       

103.977.329$      
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Señor 

Javier Leonardo Orjuela Echandía 

Juez catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá D.C. 

 

Radicado:         11001333501420150085900 

Demandante:   Luz Yolanda Sánchez Camargo 

Demandado:    Unidad Administrativa Especial De Gestión Pensional  

                            y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP  

 

Asunto:             Liquidación del Crédito 

                             

 

 

LAURA NATALI FEO PELÁEZ, abogada en ejercicio, identificada como 

aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderada sustituta 

de la parte demandada, estando dentro del término de la oportunidad procesal de 

forma respetuosa me permito presentar la liquidación del crédito, lo cual me 

permito hacer en los siguientes términos: 

En cumplimiento a sentencia judicial y según lo dispuesto en la resolución RDP 

012365 del 18 de mayo de 2021, por medio del cual se da cumplimiento a la 

sentencia proferida por el despacho, la liquidación del crédito se debe realizar 

conforme a las siguientes manifestaciones: 

Debe tenerse en cuenta que en este la sentencia título base de la ejecución cobró 

ejecutoria el día 23 de abril de 2009, en vigencia del Código Contencioso 

Administrativo, por lo que la norma aplicable a efectos de la liquidación es el 

art. 177 del mencionado cuerpo normativo.  

Así mismo, se tiene que el título base de la acción cobró ejecutoria el día 23 de abril 

de 2009,  periodo en que CAJANAL EICE se encontraba en liquidación, motivo por 

el cual se suspendieron los términos de caducidad y/ prescripción de las acciones. 

Siendo esto consecuencia a su vez de la interrupción e inoperancia de los intereses 

moratorios por el mismo periodo y como consecuencia lógica1.  

En estos términos y para mayor claridad no se generan intereses moratorios en 

contra de CAJANAL y/o UGPP2 desde el inicio de la liquidación, esto es, 

12/06/2009 y hasta su culminación el 12/06/2013.  

Lo anterior, se encuentra soportado en nuestro Código Civil3, el cual define la 

fuerza mayor y el caso fortuito como el imprevisto que no es posible resistir, tal 

como un naufragio, un terremoto, los actos de autoridad ejercidos por un 

funcionario público, entro otros. Es así como esta norma dispone que la mora 

producida por fuerza mayor o caso fortuito no da lugar a la indemnización por 

perjuicios4. En concordancia con lo anterior, el Decreto 2555 de 2010, 

reglamentario del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, aplicable a la 

 
1 C.E. Sec. Segunda. Sent 25000234200020130659501 (2014-3637). Junio 30/2016. M.P. William Hernández Gomez 
2 T.A. del Mag. Sentencia 47001333300320140019702 de junio 10/2019. M.P. María Quiñones Triana. 
3 C.C., art. 64 
4 C.C., art. 1616 
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liquidación de CAJANAL EICE por efecto de lo dispuesto en el Decreto 254 de 

20005, señala que la falta de pago oportuno de las obligaciones de la entidad 

liquidada se compensa únicamente con el pago de lo correspondiente a la 

desvalorización monetaria de los créditos6.  

De igual forma, la interrupción e inoperancia de los intereses moratorios ha sido 

ratificado por El Consejo de Estado7, quien ha sido claro al establecer que, una vez 

iniciado el proceso de liquidación, no resulta aplicable el reconocimiento de 

intereses moratorios analizando específicamente aspectos de prestaciones 

sociales8, a saber: 

(…) “la no generación de intereses se explica por cuanto los actos de autoridad 

ejercidos por funcionarios públicos, mediante los cuales se ordena la liquidación 

obligatoria, se erigen en una fuerza mayor, en hechos imprevistos a los cuales no 

es posible resistir, en cuanto determinan la imposibilidad de cumplir con el pago 

de las acreencias a cargo de la deudora, pues la satisfacción de éstas sólo puede 

adelantarse agotando los trámites previstos para el proceso de liquidación.” (….) 

Las normas citadas en precedencia demuestran que, al prever el retraso en el pago 

de las obligaciones de una entidad en Liquidación, la respuesta del Legislador fue 

el pago de desvalorización monetaria pues en ningún evento procede el pago de 

intereses moratorios en el curso del proceso liquidatario. 

En conclusión, de conformidad con el régimen de liquidación de entidades públicas 

en el curso de la liquidación de CAJANAL EICE no se podrían haber causado 

intereses moratorios, por lo que la liquidación a efectos del presente proceso es la 

siguiente: 

 

Resolución No. 9570 de 2011: 

 

 

 
5 Decreto 254 del 2000, art. 1, inciso 2. 
6 Decreto 2555 de 2010, art 9.1.3.2.8 y art. 9.1.3.5.8 
7 C.E. Sec. Primera. Sent. 2005-0350. Jul 22/10. C.P. Rafael Ostau de la Font Pianeta 
8 C.E. Sec. Primera. Sent. 13001233100020040125801. Jul 10/14.  

DESDE HASTA DIAS BASE DE 

LIQUIDACIÓN 

VALOR INTERESES 

177 

TIPO 

INTER

ES 

TASA 

DIARIA 

23/04/2009 30/04/2009 8 $ 61.597.958,45 $ 358.701,25 USURA 0,0727908% 

1/05/2009 31/05/2009 31 $ 61.597.958,45 $ 1.389.967,35 USURA 0,0727908% 

1/06/2009 11/06/2009 30 $ 61.597.958,45 $ 493.214,22 USURA 0,0727908% 

TOTA

L 

$ 2.241.882,82 
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Resolución No. 52233 de 2012: 

 

 

 

DESDE HASTA DIAS BASE DE 

LIQUIDACIÓN 

VALOR INTERESES 177 
TIPO 

INTERES 
TASA DIARIA 

23/04/2009 30/04/2009 8 $ 45.912.339,15 $ 267.359,73 USURA 0,0727908% 

1/05/2009 31/05/2009 31 $ 45.912.339,15 $ 1.036.018,95 USURA 0,0727908% 

1/06/2009 11/06/2009 30 $ 45.912.339,15 $ 367.619,63 USURA 0,0727908% 

 

Teniendo en cuenta la liquidación esbozada anteriormente, para la entidad 

demandada, la suma a pagar por intereses moratorios es de ($3.912.881,13) 

correspondiente a la sumatoria de intereses de 2011 y de 2012; tomando como 

fecha de solicitud 30/11/2009 y los demás parámetros y procedimientos 

establecidos internamente para la definición de la tasa de interés y el cálculo de 

los intereses moratorios.  

Ahora bien y conforme se informo al despacho, mi representada realizó un pago a 

la ejecutante por un valor TRES MILLONES NOVECIENTOS DOCE MIL 

OCHOCIENTOS OCHENTA Y UN PESOS ($3.912.881,13) como se evidencia en la 

Orden de Pago Presupuestal No. 313216321 del 17 de noviembre de 2021, la cual ya 

fue puesta en conocimiento del despacho.  

Por lo anterior, se evidencia que mi representada ya hizo el pago para el 

cumplimiento de sus obligaciones, por lo que la liquidación del crédito actualmente 

resultaría en un saldo de cero pesos ($0), toda vez que los valores ordenados ya 

fueron pagados por mi representada, por lo que no es procedente tenerlos en 

cuenta a efectos de una nueva liquidación del crédito. 

En los anteriores términos me permití presentar la liquidación del crédito.  

 

 

 

 

 

 

TOTAL 
$1’670.998,31 
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ANEXOS 

• RDP 012365 del 18 de mayo de 2021 

• Orden de Pago Presupuestal No. 313216321 del 17 de noviembre de 2021 

 

 

Atentamente, 

 

 

 



Carvajal Londoño S. en C. 
Hector Alfonso Carvajal Londoño 

Magister Derecho Administrativo – Conjuez Consejo de Estado 
 

 

Calle 95 número 15-33 Oficina 601-Telefax 6232498-6232489- 

Bogotá D.C. E-Mail: hector@carvajallondono.com  
 

 

SEÑOR JUEZ 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
Doctor: JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
Bogotá D.C. 
E.  S.  D. 
 
Ref.:    LIQUIDACIÓN DE CRÉDITO. 
Radicado No.   11001333501420180004100 
Demandante:   RUBÉN ORLANDO VARGAS. 
demandado:   CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES - CREMIL. 
 
 
HÉCTOR ALFONSO CARVAJAL LONDOÑO, mayor de edad, identificado civil y profesionalmente como 

aparece al pie de mi firma, domiciliado en la ciudad de Bogotá, abogado en ejercicio, obrando en calidad de 

apoderado judicial del señor RUBÉN ORLANDO VARGAS me permito dar cumplimiento a lo ordenado en 

auto de fecha 07 de diciembre de 2.021, en cuanto requiere a las partes para aporten la correspondiente 

liquidación de crédito. 

 

De lo manifestado, me permito aportar la Liquidación del crédito conforme a las reglas previstas en el Art. 

446 del Código General del proceso. 

 

LIQUIDACIÓN DE CRÉDITO 

Total de la obligación ordenada 

mediante mandamiento de pago de 

fecha 19 de abril de 2.018 

$85.889.029 

Intereses moratorios $98.412.000 

Días en mora del 29 de agosto de 

2.017 al 31 de diciembre de 2.021  

1.600 días 

Gastos procesales $30.000 

Total consolidado de la obligación $184.331,029 

 

 

En cuanto a la liquidación de los intereses moratorios, se remite como anexo la tabla de intereses mes a 

mes con las tasas autorizadas. 

 

De lo anterior, ruego al Despacho tener por atendida la carga procesal impuesta y solicito se apruebe la 

Liquidación referida, así como de continuar con el trámite procesal correspondiente a dar traslado a la 

liquidación de costas. 

  

Del Sr. Juez, 

 
HÉCTOR ALFONSO CARVAJAL LONDOÑO 

C.C. 19.338.748 DE BOGOTÁ 

T. P. 30.144 del C. S. de la J. 
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ANEXO 
 

 
TABLA LIQUIDACIÓN INTERESES MORATORIOS 

TOTAL DE LA OBLIGACIÓN ORDENADA MEDIANTE MANDAMIENTO DE PAGO 
DE FECHA 19 DE ABRIL DE 2.018 

$      
85.889.029 

FECHA LIQUIDACIÓN DE INTERESES DEL 31- DIC -
2021 

DIAS DE MORA a 31 DE DICIEMBRE DE 2.021 1.600 

            
2017 Enero 31-ene-2017 31,51%                -      

  Febrero 28-feb-2017 31,51%                -      

  Marzo 31-mar-2017 31,51%                -     $                       -    

  Abril 30-abr-2017 31,50%                -      

  Mayo 31-may-2017 31,50%                -      

  Junio 30-jun-2017 31,50%                -     $                       -    

  Julio 31-jul-2017 30,97%                -      

  Agosto  31-ago-2017 30,97%                 2   $            146.000  

  Septiembre 30-sep-2017 30,22%               30   $        2.133.000  

  Octubre 31-oct-2017 29,73%               31   $        2.169.000  

  Noviembre 30-nov-2017 29,44%               30   $        2.078.000  

  Diciembre 31-dic-2017 29,16%               31   $        2.127.000  

2018 Enero 31-ene-2018 29,04%               31   $        2.118.000  

  Febrero 28-feb-2018 29,52%               28   $        1.945.000  

  Marzo 31-mar-2018 29,02%               31   $        2.117.000  

  Abril 30-abr-2018 28,72%               30   $        2.027.000  

  Mayo 31-may-2018 28,66%               31   $        2.091.000  

  Junio 30-jun-2018 28,42%               30   $        2.006.000  

  Julio 31-jul-2018 28,05%               31   $        2.046.000  

  Agosto  31-ago-2018 27,91%               31   $        2.030.000  

  Septiembre 30-sep-2018 27,72%               30   $        1.952.000  

  Octubre 31-oct-2018 27,45%               31   $        1.997.000  

  Noviembre 30-nov-2018 27,24%               30   $        1.918.000  

  Diciembre 31-dic-2018 27,10%               31   $        1.971.000  

2019 Enero 31-ene-2019 26,74%               31   $        1.945.000  

  Febrero 28-feb-2019 27,55%               28   $        1.810.000  

  Marzo 31-mar-2019 27,06%               31   $        1.969.000  

  Abril 30-abr-2019 26,98%               30   $        1.899.000  

  Mayo 31-may-2019 27,01%               31   $        1.965.000  

  Junio 30-jun-2019 26,95%               30   $        1.897.000  

  Julio 31-jul-2019 26,92%               31   $        1.964.000  

  Agosto  31-ago-2019 26,98%               31   $        1.968.000  

  Septiembre 30-sep-2019 26,98%               30   $        1.905.000  

  Octubre 31-oct-2019 26,65%               31   $        1.944.000  

  Noviembre 30-nov-2019 26,55%               30   $        1.874.000  

  Diciembre 31-dic-2019 26,37%               31   $        1.924.000  

2020 Enero 31-ene-2020 26,16%               31   $        1.903.000  

  Febrero 29-feb-2020 26,59%               29   $        1.810.000  

  Marzo 31-mar-2020 26,43%               31   $        1.923.000  

  Abril 30-abr-2020 26,04%               30   $        1.833.000  

  Mayo 31-may-2020 25,29%               31   $        1.840.000  

  Junio 30-jun-2020 25,18%               30   $        1.773.000  

  Julio 31-jul-2020 25,18%               31   $        1.837.000  

  Agosto  31-ago-2020 25,44%               31   $        1.856.000  
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  Septiembre 30-sep-2020 25,53%               30   $        1.802.000  

  Octubre 31-oct-2020 25,14%               31   $        1.834.000  

  Noviembre 30-nov-2020 24,78%               30   $        1.749.000  

  Diciembre 31-dic-2020 24,19%               31   $        1.765.000  

2021 Enero 31-ene-2021 23,98%               31   $        1.749.000  

  Febrero 28-feb-2021 24,31%               28   $        1.602.000  

  Marzo 31-mar-2021 24,12%               31   $        1.759.000  

  Abril 30-abr-2021 23,97%               30   $        1.692.000  

  Mayo 31-may-2021 23,83%               31   $        1.738.000  

  Junio 30-jun-2021 23,82%               30   $        1.682.000  

  Julio 31-jul-2021 23,77%               31   $        1.734.000  

  Agosto  31-ago-2021 23,86%               31   $        1.741.000  

  Septiembre 30-sep-2021 23,79%               30   $        1.679.000  

  Octubre 31-oct-2021 23,62%               31   $        1.723.000  

  Noviembre 30-nov-2021 23,91%               30   $        1.688.000  

  Diciembre 31-dic-2021 24,19%               31   $        1.765.000  

            

            

            

    TOTAL OBLIGACION    $      85.889.029  

            

    TOTAL INTERESES DE MORA LIQUIDADOS  $      98.412.000  

            

    TOTAL A PAGAR    $    184.301.029  

            

    

mailto:hector@carvajallondono.com


Consejo Superior de la Judicatura 

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

Calle 72 No. 7 - 96   Conmutador – 3127011  www.ramajudicial.gov.co 

 

SC5780-4 

DEAJALO21-8051 
Bogotá D. C., lunes, 25 de octubre de 2021 

 
Doctora 
Jimena Cardona Cuervo 
Juez 1 Transitorio Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá 
Juzgado 14 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá (Juzgado de Origen) 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
abogadopalacios182012@gmail.com 
Ciudad  
  
 

Referencia:     Expediente: 11001333501420190025600 
Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante: MARÍA CAMILA CABRERA GARCÍA 
Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE  
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL   

 
 
ANGÉLICA PAOLA ARÉVALO CORONEL, mayor de edad, identificado civil y 
profesionalmente como aparece al pie de mi firma, en mi condición de apoderada de la 
NACIÓN - RAMA JUDICIAL en el proceso de la referencia, de conformidad con el poder 
conferido por la Directora de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de 
la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, quien tiene delegada la función de 
representación judicial y extrajudicial de la entidad, la cual fue otorgada mediante 
Resolución No. 5393 del 16 de agosto de 2017, de manera respetuosa me permito 
presentar, dentro del término legal establecido, CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, bajo 
los argumentos que se pasan a exponer: 
  
 

I. ASUNTO PREVIO 
 
Previo a efectuar la contestación de la demanda, solicito de manera respetuosa a la 
Honorable Juez, se verifique si la notificación personal de la demanda se hizo en debida 
forma. 
 
Lo anterior, previo a presentar incidente de nulidad por parte de la entidad, se verifiqué la 
notificación realizada, toda vez que, al revisar el buzón oficial de notificaciones de la entidad 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co no se encontró la notificación de la demanda realizada 
por la Secretaría del Juzgado de Origen, este es, Juzgado 14 Administrativo del Circuito 
Judicial de Bogotá, que aparece registrada en la consulta de procesos de fecha 30 de 
agosto de 2021. 
 
Así las cosas, le solicito que, al hacer la revisión, si se evidencia una indebida notificación 
de la demanda, con el presente memorial se tenga por notificada a la entidad demandada 
que represento por conducta concluyente con el fin de no generar mayores dilaciones en 
el proceso. 
 
 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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II. A LAS PRETENSIONES  
  

Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y 
solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, declarando probadas las 
excepciones que se proponen en el acápite correspondiente.  
  

III. A LOS HECHOS 
  
En relación con los hechos, la entidad demandada únicamente acepta los relativos a los 
cargos desempeñados por la parte actora en la Rama Judicial, así como los extremos 
temporales que se encuentren debidamente soportados documentalmente.   
  
Así mismo, se aceptan los relacionados con la presentación de la petición en sede 
administrativa, la expedición de los actos que hoy emergen como acusados, y el trámite de 
conciliación prejudicial, adelantado ante la Procuraduría General de la Nación.  
  
Frente a los demás hechos presentados en la demanda, es pertinente advertir al Despacho 
que se tratan de enunciaciones normativas, jurisprudenciales y apreciaciones subjetivas de 
la parte actora.  
  

IV. RAZONES DE LA DEFENSA 
  
1. RESUMEN DEL CASO 
 

En la demanda la parte actora solicita se ordene a la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial reliquidar y pagar de manera retroactiva, indexada y con los respectivos intereses 
moratorios y sanciones por la mora en el pago, el reajuste de la asignación mensual y de 
todas las prestaciones sociales recibidas desde el 1 de enero de 2013 hasta que se haga 
el reajuste y en adelante, en virtud de la bonificación judicial mensual reconocida mediante 
el Decreto No. 0383 de 6 de marzo de 2013, como remuneración con carácter salarial, con 
las consecuencias prestacionales incluidas las cesantías e intereses a las cesantías de 
esta bonificación mensual como salario.  
  
2. FUNDAMENTO LEGAL 

  
De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 
Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y 
prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 
fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 
oficiales.  
  
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 
mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional, sin restricción alguna, para fijar el régimen 
salarial y prestacional de los del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación 
de las prestaciones empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la Fiscalía 
General de la Nación, los miembros sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo cual 
debe tener en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos y criterios: El respeto de los 
derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales; La sujeción al 
marco general de la política macro económica y fiscal; La racionalización de los recursos 
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público y su disponibilidad; El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las funciones, 
sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño.    
  
De manera que es en virtud de la Constitución Política de 1991 y lo establecido en la citada 
Ley que la potestad para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los servidores 
públicos radica única y exclusivamente en el Gobierno Nacional.  
  
Así pues, nace el Decreto 0383 del 6 de marzo de 2012, “Por el cual se crea una 
bonificación judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal 
Militar y se dictan otras disposiciones”, normativa que estableció lo siguiente:  
  

“…ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar 
a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 
110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 
y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 
reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud.”(Se destaca)  

 
En iguales términos fue regulado por el Decreto 384 de 2013 “por el cual se crea una 
bonificación judicial para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial y se dictan otras 
disposiciones”, y por los Decretos 1269 de 2015 y 246 de 2016. 
 
 

La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio.  
  
Los Decretos 383 de 2013, 384 de 2013, 1269 de 2015 y 246 de 2016 instituyeron también, 
cada uno en su respectivo artículo 3º, la siguiente previsión legal:  
  

“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o 
prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario 
carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias).  

  
Consecuencia de las normas precitadas, es que por expreso mandato legal la Bonificación 
Judicial constituye  factor  salarial  únicamente  para  efectos  de  constituir  la  base de 
cotización 
al  Sistema  General  de  Pensiones  y  al  Sistema  General  de  Seguridad  Social  en 
Salud, a lo que se agrega que la modificación, ajuste o variación de las normas que 
consagran  dicho concepto es de la exclusiva competencia de Gobierno Nacional, como lo 
evidencian los decretos expedidos por el Ejecutivo para ajustar el monto de la referida 
Bonificación en las vigencias 2015 y 2016, quedando por lo tanto resuelta de plano la 
pretensión del interesado concerniente a “…ajustes equivalentes al IPC del 02%…”.   
  
3. PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES DE LEGALIDAD Y DE 
CONSTITUCIONALIDAD QUE AVALAN EMOLUMENTOS LABORALES SIN CARÁCTER 
SALARIAL 
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El Consejo de Estado en sentencia del 19 de  junio de 2008, Radicación número: 11001-
03-25-000-2006-00043-00 (0867-06), Actor: PABLO J. CACERES CORRALES, Consejero 
ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, ratificó el carácter NO SALARIAL de la 
Bonificación de Actividad Judicial creada por el Decreto No. 3131 del 08 de septiembre de 
2005, para Jueces de la República y otros funcionarios, providencia en la que se indicó que 
las normas que fueron acusadas en el momento en que señalaron que dicha bonificación 
al señalar que no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron ningún derecho 
adquirido ni violaron las disposiciones constitucionales y legales, que sustentó el 
demandante en la demanda, ya que precisamente fue creada como una suma adicional al 
salario, por lo que en ningún momento existió una desmejora del mismo. 
  
Es así que, el legislador está facultado por la propia Constitución para fijar los estipendios 
salariales y prestacionales de los servidores públicos, puesto que tiene libertad para 
disponer qué determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto total del 
salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor para 
liquidar algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese 
presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera 
podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales.  
Por su parte, La Corte Constitucional, máximo intérprete de la Constitución en sentencia 
C-279 de 1996 declaró exequible el artículo 14 de la Ley 4° de 1992 en su redacción 
original, que determinaba que la prima especial allí creada no tendría carácter salarial para 
ningún efecto, en razón de la libertad de configuración del legislador. Para el efecto tuvo 
en cuenta la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993 
(radicación 5481), cuando al referirse a la interpretación de los arts. 127 y 128 del Código 
Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la Ley 50 de 1990, expuso que aun cuando 
habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular prestaciones e 
indemnizaciones, ello no impide que el legislador disponga que alguna prestación social o 
indemnización se liquide sin el monto total del salario del trabajador, es decir, que se 
incluyan ciertos factores. Y, concluyó en la providencia que el legislador al determinar que 
algunas primas no tengan carácter salarial, en ningún momento lesiona los derechos del 
trabajador. 
  
Al año siguiente, en la sentencia C-444 de 1997 la Corte Constitucional declaró exequible 
que la Ley 332 de 1996 al modificar el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, le diera efecto a 
dicha prima exclusivamente para liquidar la pensión y que se excluyera a quienes ya 
estaban pensionados.  
  
Seis años después, en la sentencia C-681 de 2003 la Corte Constitucional declaró 
inexequible la expresión "sin carácter salarial" del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, por 
violación del principio de igualdad de los funcionarios del artículo 15 con los funcionarios 
del artículo 14, a quienes se les tiene en cuenta para cotizaciones y liquidación de la 
pensión por la modificación que en tal sentido introdujo la Ley 332 de 1996 al artículo 
14, pero de ningún modo porque se haya considerado que existe el derecho 
constitucional a que todo pago salarial sea base de liquidación de prestaciones.  
 

Igualmente, y más recientemente, la Corte Constitucional en sentencia SU-395 de 2017, 
reiteró: “…no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que 
rigen la materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que 
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determinada prestación social o indemnización se liquide sin consideración al monto 
total del salario del trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no 
obstante su naturaleza salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter… Igualmente, la 
Corte Constitucional, ha sostenido que “el legislador conserva una cierta libertad para 
establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de definir y desarrollar 
el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la Constitución.” 

Igualmente y en lo relacionado a la vulneración de los derechos adquiridos, la Corte 
Constitucional en la sentencia No. C-410-97 del 28 de agosto de 1997, Magistrado 
Ponente, doctor HERNANDO HERRERA VERGARA, expresó, entre otros que los 
derechos adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han 
consolidado y definido bajo la vigencia de la ley, por lo tanto, se encuentran garantizados, 
de tal manera que no pueden ser desconocidos por situaciones futuras; sin embargo, las 
simples expectativas son diferentes al derecho adquirido, ya que se tratan de aquellas 
probabilidades o esperanza de obtener algún día un derecho, por lo que pueden ser 
modificadas por el legislador.  
   
Así las cosas y teniendo en cuenta lo expresado por la H. Corte Constitucional en la 
sentencia citada en precedencia, y la filosofía del legislador con la expedición de los 
Decretos 383 y 384 del 6 de marzo de 2013, claramente expuesta por el Alto Tribunal 
Constitucional, se tiene que a la parte demandante no se le ha vulnerado derecho adquirido 
alguno, en consideración a que el derecho que reclama, ha sido creado por el Gobierno 
Nacional hasta en los Decretos en cita, razón por la que no hacía parte de su patrimonio 
antes de la expedición del mismo, por lo tanto, no le ha sido arrebatado o vulnerado, pues 
es a partir de la creación de este concepto salarial y seguidos los lineamientos del ejecutivo 
como órgano competente en su expedición, que se entró a liquidar y a devengar este 
concepto. Hasta allí era una expectativa y empezó a formar parte de su patrimonio como 
lo previó el legislador, sin carácter de factor de salario para liquidar sus prestaciones 
sociales, así nació y así lo concertaron las partes, Rama Judicial, ASONAL y el ejecutivo, 
luego entonces, no se violó algún derecho adquirido y no hay lugar a cancelar diferencia 
prestacional alguna a título de Bonificación Judicial al funcionario judicial.  
  
Es por ello que el Gobierno Nacional no desconoce o lesiona los derechos reclamados, 
pues los derechos adquiridos son intangibles, y para el caso en estudio, la Bonificación 
Judicial creada en los Decretos 383 y 384 de 2013, fue el producto de una reclamación 
salarial a través del paro judicial, que hasta ese momento, era una mera expectativa o 
esperanza de obtener un derecho, susceptible de ser modificada discrecionalmente por el 
Gobierno Nacional y que a la postre, se configuró con la expedición de la norma 
precitada.    
  
4. DE LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD  
  
La parte actora en la demanda, solicita sea declarada la excepción de inconstitucionalidad, 
la cual, constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios públicos y a la jurisdicción, 
para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, cuando se ven 
comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la aplicabilidad de una 
norma legal vigente, pero como la norma no señala cual es el juez competente para 
conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción. 
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La Corte Constitucional en la Sentencia de tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 
Expediente No. T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, frente a la 
excepción de inconstitucionalidad expresó que, si el Juez encuentra fundada “la demanda 
de inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo solicitó.  Al 
contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su eficacia jurídica, 
es decir, no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, 
siempre  que  no  se  le  oponga  la  excepción  de  inconstitucionalidad. El  objeto  de  la excepción 
no es pues la anulación,  sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido.” Y, agregó: la 
excepción sólo puede  imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino 
respecto de ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de la acción, la excepción de 
inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los 
tribunales ordinarios.”   

  
Esta posición jurisprudencial la reafirmó la Corte Constitucional en la sentencia de tutela T-
150 de 19951.  

  
En consecuencia, se deduce, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y sus 
Seccionales, como autoridades administrativas, agentes del Estado y garantes del principio 
de legalidad, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a aplicar el derecho vigente al 
tenor literal de su redacción, dándole estricto cumplimiento, pues no tiene facultad para 
interpretar las leyes e inaplicarlas, en razón a que son los Jueces en sus respectivos fueros, 
a través de sus sentencias, los que tienen esa potestad.   
  
Corolario de lo anterior y teniendo en cuenta lo preceptuado por el Art. 3° del Decreto 383 
de 2013, por medio de la cual se adujo:  
  

“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o 
prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario 
carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias).  

 
En los mismos términos está regulado en el artículo 2 del Decreto 384 de 2013. 
 

Tampoco le es dable a la Administración acceder a la inaplicación por inconstitucionalidad, 
pues al realizarlo se modificaría  el régimen salarial y prestacional de los servidores 
beneficiarios del Decreto 0383 de 2013 o del Decreto 0384 de 2013, competencia atribuible 
única y exclusivamente al Gobierno Nacional.  
 
Sumado a lo anterior, no se avizora vicio de constitucionalidad alguno en la disposición en 
cita que regula la Bonificación Judicial, toca vez que, como se indicó en el acápite anterior, 
variada y reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional ha admitido que resulta 
ajustado a la Constitución Nacional el que el Gobierno Nacional establezca que ciertos 
                                                           
1  “…La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado:   

"El artículo 4º de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 de la codificación 

anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre cualquier otra norma jurídica. Ello tiene 

lugar en casos concretos y con efectos únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se establezca la 

incompatibilidad entre la norma de que se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de por medio la 

definición por vía general acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio de la 

providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia de 

acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular.” 
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emolumentos salariales no tengan carácter salarial, pues ello es válido dentro de su libertad 
de configuración, máxime porque las condiciones en que fue creada tal Bonificación 
surgieron a partir de un acuerdo colectivo que el Gobierno hizo con las organizaciones 
sindicales de la Rama Judicial. 
  
De manera que no hay lugar a inaplicar por inconstitucional la expresión “constituirá 
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.", contenida en el artículo primero de los 
Decretos N° 0383 y 0384 de 2013, en el entendido de que la bonificación judicial debe 
constituirse en factor salarial para todas las consecuencias legales que comporte, se debe 
destacar que la Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido del 
Decreto 383 de 2013 y del Decreto 384 de 2013, en cumplimiento además de la formalidad 
consagrada en su artículo 3º y 2º, respectivamente, citado textualmente en párrafos 
anteriores, razón por la que solicito señor Conjuez, niegue las pretensiones de la demanda 
y confirme la legalidad de los actos administrativos enjuiciados, proferidos por la Dirección 
Seccional de Bogotá y Ejecutiva de Administración Judicial, de lo contrario estaría 
desacatando el ordenamiento legal vigente.  
Por otra parte, en la sentencia SU-132 de 2013, la Corte Constitucional señaló que la 
inaplicación por inconstitucionalidad es una herramienta se usa con el fin de proteger, en 
un caso concreto y con efecto ínter partes, los derechos fundamentales que se vean en 
riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía que, de forma clara y evidente, 
contraría las normas contenidas dentro de la Constitución Política.   
  
Por tanto, la única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es 
cuando no son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en 
el presente caso, como quiera que los Decretos 383 y 384 de 2013, que crearon la 
Bonificación Judicial y regulan su liquidación están vigentes, y es en virtud del principio de 
legalidad contemplado en el artículo 6 de la Carta Política, que como autoridad 
debe acatarlos y cumplirlos, hasta tanto no haya sido anulada o suspendida estas normas 
en sus efectos por la Jurisdicción en lo Contencioso Administrativo, máxime cuando de su 
lectura no se genera duda con respecto a la interpretación y alcance del mismo.     
  
En tal virtud, solicito no acceder a  las pretensiones de la demanda en el sentido de incluir 
en la liquidación de las prestaciones sociales de los beneficiarios de la Bonificación Judicial 
el valor por ésta reconocido como factor de salario (y la cual sólo se debe tomar para los 
aportes a los sistemas de salud y pensión) y que hoy surgen de la interpretación errada 
que el servidor judicial tiene de la norma, pues como autoridad administrativa y guardadora 
del principio de legalidad, a la Administración Judicial le corresponde acatar estrictamente 
el ordenamiento legal vigente, sin que le sea posible interpretarlo o inaplicarlo, en razón a 
que son los Jueces en sus respectivos fueros a través de sus sentencias los que tienen tal 
potestad  
  
Por lo anterior, no hay lugar a acceder a las pretensiones formuladas por la parte 
demandante, toda vez que, al hacerlo, comportaría la modificación del régimen salarial ya 
establecido en la ley por la autoridad competente, facultad que no nos está dada.  
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V. EXCEPCIONES  
  

1. DE LA VIOLACIÓN DE NORMAS PRESUPUESTALES DE RECONOCERSE LAS 
PRETENSIONES DE LA PARTE DEMANDANTE - BONIFICACIÓN JUDICIAL DECRETO 
383 DE 2013 

  
Es menester indicar que la Bonificación Judicial fue regulada sin carácter salarial para 
efectos prestacionales y que a la fecha los decretos que la reglamentan no han sido 
declarados nulos, es decir, siguen gozando de presunción de legalidad, por lo tanto es 
deber de la Dirección Ejecutiva y sus Direcciones Seccionales acatar sus regulaciones, 
pues, de llegar a reconocerse su carácter salarial para todos los efectos, como lo pretende 
la parte actora, no solo se desconocerían tales decretos, sino que también se iría en directa 
contravía de las disposiciones de presupuesto, especialmente, de la prohibición contenida 
en el artículo 71 del Decreto 111 de 19961, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, 
que prevé:  
  

“ARTICULO 71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones 
presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que 
garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.   
  
Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los 
recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin.   
  
En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que 
haya lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos 
administrativos.   
  
En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones 
inexistentes, o en exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o 
por quien éste delegue, para comprometer vigencias futuras y la adquisición de 
compromisos con cargo a los recursos del crédito autorizados.   
  
Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el 
Presupuesto General de la Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será 
requisito esencial y previo la obtención de un certificado de viabilidad presupuestal, expedido 
por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se garantice la posibilidad de 
atender estas modificaciones.   
  
Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará 
responsabilidad personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (Ley 
38/89, artículo 86, Ley 179/94, artículo 49).”  (Se resalta)  

  

Igualmente, podría desconocerse lo previsto en el Decreto 1068 de 20152, en su artículo 
2.8.3.2.1. que establece:  
  

“Artículo 2.8.3.2.1. Disponibilidad y Registro Presupuestal Todos los actos administrativos 
que afecten las apropiaciones presupuestales, deberán contar con los certificados de 
disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para 
atender estos gastos.  
  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0179_1994.html#49
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Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los 
recursos no sean desviados a ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el 
valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta operación es un requisito de 
perfeccionamiento de estos actos administrativos.  
  
En consecuencia, no se podrán contraer obligaciones sobre apropiaciones 
inexistentes, o en exceso del saldo disponible, con anticipación a la apertura del crédito 
adicional correspondiente. o con cargo a recursos del crédito cuyos contratos no se encuentren 
perfeccionados, o sin que cuenten con el concepto de la Dirección General de Crédito Público 
y Tesoro Nacional para comprometerlos antes de su perfeccionamiento, o sin la autorización 
para comprometer vigencias futuras por el Consejo Superior de Política Fiscal, CONFIS o 
quien éste delegue. El funcionario que lo haga responderá personal y pecuniariamente 
de las obligaciones que se originen.” (se destaca)  

 
Lo anterior por cuanto no están incluidos en el presupuesto de la Rama Judicial los dineros 
que se requerirían para el pago de lo pretendido por la parte actora, lo cual obedece a que 
el rubro de gastos de personal está planeado y calculado, teniendo en cuenta las 
regulaciones vigentes que regulan los salarios, prestaciones y acreencias laborales de los 
empleados de la Rama Judicial, por lo que de ninguna manera pueden incluirse allí 
mayores costos para reconocer lo pretendido por la parte actora, en tanto, no resulta acorde 
con las previsiones de los Decretos 383 y 384 de 2013, que establecieron el carácter 
salarial de la Bonificación Judicial únicamente para efectos de aportes de Seguridad Social 
en pensiones y salud. 
  
Al respecto, la Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Dr. Vladimiro Naranjo 
Mesa, en la sentencia C-337 de agosto 19 de 1993, sostuvo que: “las normas orgánicas del 
presupuesto regulan y limitan la actividad de las diferentes entidades y órganos del Estado, tanto en 
los actos que pueden realizar en el ejercicio de sus funciones que conllevan ejecución presupuestal, 
como en las formalidades y requisitos que deben cumplir. De tal suerte que todos los 
actos  administrativos que afecten el presupuesto respectivo, tendrán que contar con el certificado 
de disponibilidad presupuestal en los términos de la Ley 38 de 1989 y 179 de 1994 orgánicas de 
presupuesto.” (Subrayas fuera de texto).  

  
Adicionalmente, reconocer las pretensiones que reclama la parte actora sin la autorización 
presupuestal requerida, implicaría que el ordenador del gasto estuviera inmerso en 
actuaciones de tipo disciplinario como las consagradas en la Ley 734 de febrero 5 de 2002, 
que en sus artículos 22 y 232.  
 
2. INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO  
  
El Artículo 61 del C.G.P. determina:   
                                                           
2“ARTÍCULO 22. GARANTÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, 

transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia 

y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará las 
prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, establecidos en 

la Constitución Política y en las leyes.    

ARTÍCULO 23. LA FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción 
correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve incumplimiento de 

deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, 

incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de 
responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento (…)”.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2002/ley_0734_2002.html#28
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“... Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse sobre 
relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya de 
resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas 
que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse 
por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará 
notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término 
de comparecencia dispuestos para el demandado.  
 En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación de 
las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado sentencia de 
primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se 
suspenderá durante dicho término.  
   
Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá sobre ellas 
y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.  
  

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin embargo, 
los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos.  
  

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, podrá pedirse 
su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.”  

  
Concordante con lo anterior, es necesario anotar, que en materia de competencia, 
conforme está consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la Constitución 
Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la fuerza pública 
y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales.  
  
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 
mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial. 
  
De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, que la potestad para fijar 
los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 
exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución 
y la Ley, es quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte 
funcional en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del 
Poder Público -  Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos 
administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una función ejecutora, de 
acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales destinatarios de los pagos 
de salarios y prestaciones sociales en los términos y valores establecidos de manera anual 
en cada tabla de salarios.  Por lo dicho se estima que la defensa de legalidad de estos 
actos hoy demandados está en cabeza del ejecutivo.  
  
Adicional a lo anterior, cabe destacar que a pesar de que no se demandan los Decretos 
que regularon la Bonificación Judicial y que de plano el Conjuez podría negar la vinculación 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y las demás entidades mencionadas, debido 
a que los actos sobre los cuales se va a ejercer control de legalidad fueron expedidos por 
la Dirección Ejecutiva o Dirección Seccional de Administración Judicial, en caso de una 
eventual condena, se debe tener en cuenta la imposibilidad material de la Nación – Rama 
Judicial de reconocer los derechos ahora reclamados, como se indicó en el anterior 
numeral, pues debe considerarse que en atención a lo dispuesto por el artículo 71 del 
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Decreto 111 de 1996, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, ninguna autoridad 
podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de gasto sobre apropiaciones 
inexistentes, lo que significa que en el caso de acceder a las pretensiones de la demanda 
si está vinculada la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de paso se daría la 
orden a dicha cartera para que se hiciera la apropiación a favor de la Rama Judicial y así 
pagar la condena correspondiente sin que a futuro se puedan iniciar procesos ejecutivos 
por la falta de pago debido a que dicho Ministerio no hace el giro de los dineros suficientes 
para el rubro de sentencias y de gastos de personal. 
 

Adicionalmente, resulta necesario tener en cuenta el auto proferido por el Tribunal 
Administrativo de Nariño – Sala de Conjueces, Exp. 2016-00375, Dte: Leonel Díaz Mora, 
en audiencia inicial celebrada el 27 de julio de 2018, en el cual aceptó el llamamiento en 
garantía de la Nación – Presidencia de la República, Nación – Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función Pública, bajo el argumento 
que estas entidades podrían eventualmente verse perjudicadas o beneficiadas con la 
decisión que se tomara en el caso correspondiente a las reclamaciones salariales allí 
pretendidas.  
  
Así las cosas, nótese señor Conjuez la necesidad de vincular a las entidades solicitadas.  
  
Por ende, de manera cordial, le solicito a su señoría se sirva llamar como LITIS 
CONSORTE NECESARIO a la NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, 
representada por el Dr. IVAN DUQUE MÁRQUEZ, a la NACIÓN - MINISTRO DE 
HACIENDA, representada por el doctor ALBERTO CARRASQUILLA y al 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, representado por el 
doctor FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO, Director.  
  
3. AUSENCIA DE CAUSA PETENDI.  
  
Por mandato expreso de los Decretos 383 y 384 de 2013, la bonificación judicial no tiene 
carácter salarial para efectos prestacionales, sino únicamente para Seguridad Social en 
salud y pensiones, lo que significa que dicho emolumento no constituye factor de salario 
para la liquidación y pago de las primas de servicios, navidad, vacaciones, auxilio de 
cesantía y bonificación por servicios prestados, y en ese sentido, a la actora no le asiste 
causa para reclamar por vía judicial las declaraciones planteadas en el libelo introductorio.  

  
La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se encuentra ceñida al ordenamiento 
jurídico y viene dando estricto cumplimiento a las normas que rigen al interior del Régimen 
Salarial y prestacional de los servidores públicos, con el único propósito de generar certeza 
y seguridad jurídica dentro del sistema normativo, por tanto, no es posible producir efectos 
jurídicos de carácter particular contrariando disposiciones vigentes que regulan la materia 
objeto de controversia.  

 
4. PRESCRIPCIÓN  
  
En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto 
3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en 
este decreto prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se haya 
hecho exigible. El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad 
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competente sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 
prescripción, pero solo por un lapso igual.”  
  
En el presente caso ha operado la prescripción trienal de los derechos laborales 
pretendidos por la parte actora, que no fueron reclamados oportunamente, para tal efecto 
debe tenerse en cuenta que la parte demandante radicó la petición ante la entidad el 28 DE 
JUNIO DE 2018, razón por la cual, las sumas reclamadas con anterioridad al 28 DE JUNIO 
DE 2015, se encuentran prescritas.  
  
Se debe indicar que se debe aplicar la prescripción trienal sobre las sumas de dinero que 
reclama la parte actora, pues se tratan de sumas de dinero que se causan sucesivamente, 
situación que por la inactividad de la parte demandante no deba afectar a la Rama Judicial, 
sino que por el contrario se sanciona haber dejado transcurrir dicho tiempo no solo de la 
petición del pago de la prima especial como factor salarial, sino de la presentación de la 
demanda. Por lo tanto, solicito honorable Juez declare probada esta excepción.    
  
5. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto es, 
“sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”.  
  

VI. PRUEBAS 
  

Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que 
considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes 
administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de 
petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de servicios 
de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos 
nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a través 
de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el Juez 
de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada.  
  
Adicionalmente, resulta necesario indicar que los antecedentes administrativos ya obran 
dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, se reitera, fueron allegados 
por la parte actora con la demanda y, por lo tanto, se solicita que en el momento procesal 
oportuno se le otorgue el valor probatorio correspondiente conforme a la ley, sin que se 
considere que existe una desatención a lo ordenado en el admisorio de la demanda.  
 

VII. NOTIFICACIONES 
  

1. Las recibiré en la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, Calle 72 No.7-96, piso 8, Tel 5553939 Ext. 1078, celular 3163981547 e-mails: 
aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co  
 

2. Al Litis consorcio necesario, NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA en la 
CARRERA 7 No. 6 – 54 de Bogotá, notificacionesjudiciales@presidencia.gov.co  
  
3. Al Litis consorcio necesario, NACIÓN - MINISTERIO DE HACIENDA, en la carrera 8 
No.  6 – 64 de Bogotá, notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co  
  

mailto:aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@presidencia.gov.co?subject=Notificaci%C3%B3n%20Judicial
mailto:notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co
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4. Al Litis consorcio necesario, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN 
PÚBLICA, en la Carrera 6 # 12-62 en Bogotá, notificacionesjudiciales@mininterior.gov.co   
Del señor Juez, cordialmente,  
  

  

ANGÉLICA PAOLA ARÉVALO CORONEL 

C.C. 1.018.406.144 de Bogotá 

T.P. 192.088 del C. S. de la J.    
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Doctor: 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

D.C.  

SECCIÓN SEGUNDA 

E.  S.  D. 

 
Proceso:                          Ejecutivo 

EJECUTADO:                   MARTHA LUCÍA DUQUE PATIÑO 
EJECUTANTE:          FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – como vocera del PAP 

FIDUPREVISORA S.A., DEFENSA JURÍDICA EXTINTO 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD – DAS – Y 

SU FONDO ROTATORIO Y AGENCIA NACIONAL DE 

DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO 

RADICADO:                     11001333501420190039900 

PATRICIA GÓMEZ FORERO, mayor de edad, con domicilio en Bogotá, D.C. 

abogada titulada y en ejercicio, identificada con cédula de ciudadanía 

No. 52.213.682 de Bogotá, portadora de la T.P. No. 114.497 del Consejo 

Superior de la Judicatura, con correo electrónico 

patriciagomez_13@hotmail.com tal como aparece en el Registro Nacional 

de Abogados, actuando en calidad de apoderada de la FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A. – COMO VOCERA DEL PAP FIDUPREVISORA S.A., DEFENSA 

JURÍDICA EXTINTO DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD – DAS – 

Y SU FONDO ROTATORIO y de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA 

DEL ESTADO, en cumplimiento de lo ordenado en auto del 28 de enero de 

2022, notificado por estado del día 31 del mismo mes y año, y dando 

aplicación a lo dispuesto en el artículo 446 del Código General del 

Proceso, procedo a efectuar la liquidación del crédito a cargo de la 

ejecutada, la cual corresponde a las sumas actualizadas o indexadas, que 

fueron calculadas conforme a la siguiente fórmula:  
 

R= Rh X índice final 

Índice inicial 

 

En donde el valor presente  (R) se determina multiplicando el valor histórico  

(Rh) que es el que corresponde a la suma adeudada, por el guarismo que 

resulta de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el 

DANE (vigente a la fecha de ejecutoria del pago) por el índice final 

(vigente para la fecha en que debió hacerse el pago). 

 

Entonces;  

mailto:patriciagomez_13@hotmail.com
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Rh: La suma adeudada corresponde a $ 750.000 pesos moneda corriente. 

Esto, de conformidad con la sentencia de segunda instancia proferida el 

06 de septiembre de 2018 por la sección segunda, subsección E del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca; con el auto proferido por el 

Juzgado el 15 de febrero de 2019 que aprobó la liquidación de costas y 

agencias en derecho presentada por la Secretaría del Despacho, y con las 

providencias del 28 de enero de 2022 que ordena seguir adelante con la 

ejecución y ordena liquidar el crédito.  
 

Índice inicial: Corresponde al IPC certificado por el DANE vigente para la 

fecha en que debió realizarse el pago de la  obligación, esto es, 18 de 

septiembre de 2018, fecha de ejecutoria de la sentencia. 
   

Índice final: Corresponde al IPC certificado por el DANE vigente a la fecha.   

 

R= 750.000 X 105,29 

                       99,48 

 

R= 793.802,8 

 

Total: setecientos noventa y tres mil ochocientos dos pesos m/cte con 

ocho centavos  ($ 793.802,8) 

 

Ahora, como las agencias en derecho de fijaron en suma equivalente al 

5% del valor de la liquidación del crédito, el valor total adeudado por la 

ejecutada asciende a OCHOCIENTOS TREINTA Y TRES MIL CUATROCIENTOS 

NOVENTA Y DOS PESOS MONEDA CORRIENTE ($833.492)  

 

Con el debido respeto,  
 

 

 

 

PATRICIA GÓMEZ FORERO  

C.C. No. 52.213.682 de Bogotá  

T.P. No. 114.497 del C.S. de la J. 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá 

D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext . 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 

Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores 

financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de 

corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y 

propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del 

Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. 

Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del 

App “Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 

 



Bogotá D.C., noviembre de 2021 

 

Señores 

JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

E.S.D. 

 

REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  FABIO RAMOS PÉREZ 

DEMANDADA:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO - BOGOTA - 

SECRETARÍA DE EDUCACION DE BOGOTÁ  

EXPEDIENTE: 2019-00537-00 

 
CONTESTACIÓN DEMANDA 

 

CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 

de Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado 

de la parte demandada SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ conforme 

al poder que me fuera conferido, por medio del presente escrito y estando 

dentro del término legal, procedo a contestar la demanda promovida en 

los siguientes términos: 

 

I. A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo a todas  y  cada una de las  pretens iones  y  condenas 

de la demandante por carecer de fundamentos de hecho y de derecho en 

los siguientes términos: 

 

1. Me opongo a esta pretensión teniendo en cuenta que va dirigida a que 

se declare la nulidad del acto administrativo, además los fundamentos 

presentados en la demanda no permiten soportar las condenas solicitadas 

por la parte actora y en todo caso el acto acusado está revestido de 

presunción de legalidad que deberá desvirtuar la parte actora. 

Ahora en gracia de discusión, la entidad que represento si bien interviene 

en la elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento de la prestación solicitada, es el Fondo Nacional de 

Prestaciones del Magisterio quien aprueba el mismo y la Fiduprevisora como 

administradora de esa cuenta especial a quien compete el análisis sobre su 

reconocimiento y pago, en esa medida la única intervención que efectúa 

la entidad territorial llamada de acuerdo con la Ley anti trámites es la 

elaboración y remisión del acto administrativo que en últimas es aprobado 

como en el caso de autos por la referida sociedad fiduciaria.  

2. Me opongo a esta pretensión teniendo en cuenta que va dirigida a que 

se declare la nulidad del acto administrativo referido, además los 

fundamentos presentados en la demanda no permiten soportar las 

condenas solicitadas por la parte actora y en todo caso el acto acusado 

está revestido de presunción de legalidad que deberá desvirtuar la parte 

actora. 

3. Me opongo, teniendo en cuenta que el acto mencionado en este 

aparte fue expedido por una autoridad distinta al Distrito Capital 

 

 



II. A LOS HECHOS 

 

Doy respuesta a cada uno de los hechos de demanda en el mismo orden 

de su formulación así: 

 

1. Es cierto  

2. No es un hecho, corresponde a una consideración de orden personal de la 

parte actora. 

3. No es cierto tal y como se propone, el traslado de la petición obedece a 

que mi representada no es quien aprueba la pretensión reclamada por 

parte del extremo actor, por tal razón debe trasladar lo solicitado a la 

Fiduprevisora. 

4. No le consta a la entidad que represento, teniendo en cuenta que se refiere 

a una petición radicada ante la Fiduprevisora. 

5. No le consta a la entidad que represento, teniendo en cuenta que se refiere 

a una petición radicada ante la Fiduprevisora. 

 

III. RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES. 

 

Desde la expedición de la Ley 812 de 2003 por la cual se aprueba el Plan 

Nacional de Desarrollo 2003, se consagró en su artículo 81 lo siguiente: 

 
 "El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que 

se encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para 

el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la presente ley. 

 

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar las recursos 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual contratará 

estos servicios con aplicación de los principios de celeridad, transparencia, economía 

e igualdad, que permita seleccionar la entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las 

mejores condiciones de servicio, mercado, solidez y seguridad financiera de 

conformidad con lo establecido en el artículo 3o de la Ley  91 de 1989. En todo caso 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se administrará en 

subcuentas independientes, correspondiente a los recursos de pensiones, cesantías y 

salud.” 

 

Por su parte el artículo Art 2° y 3° de la Ley 91 de 1989 a través de la cual se 

crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, refiere a la 

forma como se asumirán las obligaciones prestacionales de los docentes, 

entre la nación y los entes territoriales, de la siguiente manera: 

 
Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las 

entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con el 

personal docente, de la siguiente manera: 

 

(…) 

 

5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a 

partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación 

y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero 

las entidades territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de 

Ahorro o las entidades que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten 

adeudar hasta la fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, por 

concepto de las prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  

 



Artículo 3°.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como 

una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 

estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 

fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 

capital.  

 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia 

mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento 

de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse 

a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base 

en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional. 

 

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 

descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 

unidad." (Subrayado fuera de texto). 

 

LA IMPOSIBILIDAD DE CONDENA EN CABEZA DE LA SECRETARIA DE EDUCACION 

DISTRITAL 

Es reconocido por doctrina y jurisprudencia que la legitimación en causa no 

es un presupuesto del proceso. No obstante, aunque se reúnan los 

presupuestos procesales (demanda, capacidad y competencia), si no 

existe legitimación por activa o por pasiva, es claro que se deba dictar una 

sentencia absolutoria, pues mal podría condenarse a quien no es la persona 

que debe responder del derecho reclamado o a quien es demandado por 

quien carece de la titularidad de la pretensión que se reclama. 

 Se entiende entonces que la legitimación en causa es un fenómeno 

sustancial que consiste en la identidad del demandante con la persona a 

quien la ley concede el derecho que reclama, y en la identidad del 

demandado con la persona frente a la cual se puede exigir la obligación 

correlativa (CSJ, Sentencia del 2 de febrero de 1990, MP Dr. José Alejandro 

Bonivento Fernández).      

 Ahora, este reconocimiento puede ser oficioso conforme al inciso 1º del 

artículo 306 del Código de Procedimiento Civil que es principio que 

analógicamente es permitido tenerlo en cuenta al tenor del artículo 145 del 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.    

Sobre este particular son varios los pronunciamientos de las altas cortes en 

tal sentido: 

 
“(…) Así pues, toda vez que la legitimación en la causa de hecho alude a la relación 

procesal existente entre demandante -legitimado en la causa de hecho por activa- y 

demandado -legitimado en la causa de hecho por pasiva- y nacida con la 

presentación de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma a 

quien asumirá la posición de demandado, dicha vertiente de la legitimación procesal 

se traduce en facultar a los sujetos litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y 

para ejercer sus derechos de defensa y de contradicción; la legitimación material, en 

cambio, supone la conexión entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora 

porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la producción del daño. De 

ahí que un sujeto pueda estar legitimado en la causa de hecho pero carecer de 

legitimación en la causa material, lo cual ocurrirá cuando a pesar de ser parte dentro 

del proceso no guarde relación alguna con los intereses inmiscuidos en el mismo, por 

no tener conexión con los hechos que motivaron el litigio, evento éste en el cual las 

pretensiones formuladas estarán llamadas a fracasar puesto que el demandante 

carecería de un interés jurídico perjudicado y susceptible de ser resarcido o el 

demandado no sería el llamado a reparar los perjuicios ocasionados a los actores. En 



suma, en un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 

necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta 

solamente es predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han 

dado lugar a la instauración de la demanda o, en general, de los titulares de las 

correspondientes relaciones jurídicas sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la 

legitimación material en la causa se contrae a dilucidar si existe, o no, relación real de 

la parte demandada o de la demandante con la pretensión que ésta fórmula o la 

defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye condición 

anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra. 

Y también se ha reconocido que: 

“(…) Si bien, la decisión de segunda instancia en general debe ceñirse a los 

argumentos expuestos en el recurso impetrado, dicho imperativo procesal no opera 

en el rastreo de la legitimación en la causa, porque esta constituye un exigencia de la 

sentencia, independiente de la conducta procesal que asuman las partes, debiendo 

el Juez en ese caso, aún de oficio, verificar si efectivamente los convocados en la 

relación jurídica procesal, corresponden a los sujetos de la relación jurídica sustancial 

que dio origen a la obligación, como bien lo ha señalado la jurisprudencia: 

“La legitimación en la causa, o sea, el interés directo, legítimo y actual del “titular de 

una determinada relación jurídica o estado jurídico” (U. Rocco, Tratado de derecho 

procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 

1983, pp. 360), tiene sentado la reiterada jurisprudencia de la Sala, “es cuestión propia 

del derecho sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida 

en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de 

éste” (Cas. Civ. sentencia de 14 de agosto de 1995 exp. 4268), en tanto, “según 

concepto de Chiovenda, acogido por la Corte, la ‘legitimatio ad causam’ consiste en 

la identidad de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción 

(legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona 

contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva). (Instituciones de Derecho 

Procesal Civil, I, 185)” (CXXXVIII, 364/65), por lo cual, “el juzgador debe verificar la 

legitimatio ad causam con independencia de la actividad de las partes y sujetos 

procesales al constituir una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, 

según quien pretende y frente a quien se reclama el derecho sea o no su titular” (Cas. 

Civ. sentencia de 1° de julio de 2008, [SC-061-2008], exp. 11001-3103-033-2001-06291-

01)”. 

En el presente caso, mi representada la Secretaría de Educación Distrital no 

se encuentra legitimada en la causa por pasiva, porque si la ley no le ha 

transferido la administración del fondo, no puede entrar a variar los factores 

y mucho menos conciliar los efectos patrimoniales de los actos 

administrativos referidos a aspectos pensionales, ya que los dineros no le 

pertenecen. 

 

Al respecto hay que recordar que son numerosas las disposiciones que 

establecen en cabeza de un ente diferente a la Secretaría de Educación 

Distrital cualquier eventual pago por los conceptos aquí reclamados. 

 

Es así como en la Ley 91 de 1989. Art. 2 numeral 5 se dispone: 

 
“(…)  Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se 

causen a partir del momento de la promulgación de la presente ley, son de 

cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (…)” 

 

A su turno el Decreto 2831 de 2005 contempló: 

 
“La Secretaría de Educación de la entidad territorial certificada a la que se 



encuentre vinculado el docente deberá:  

- Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas 

con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que 

adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de 

dicho fondo. 

-Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, 

certificación de tiempo de servicios y régimen salarial y prestacional, del 

docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad 

vigente. 

-Elaborar v remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, 

dentro de los 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la 

sociedad fiduciaria encargada del manejo v administración de los recursos 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su 

aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior, Previa 

aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo 

- Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, 

junto con la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro de los 3 

días siguientes a que se encuentre en firme. (…)”. 

 

En consecuencia, y al no estar encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de prestaciones sociales del Magisterio, no es viable proferir 

condena en contra de la Secretaria de Educación Distrital. 
 

DE LA GESTION DE LOS ENTES TERROTRIALES EN EL TRAMITE DE PRESTACIONES 

SOCIALES 

 

Al respecto es necesario señalar que con ocasión de la expedición de la Ley 

91 del 29 de diciembre de 1989, por la cual se creó el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, se indicó en su artículo 15, lo siguiente:  

 
“Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 

nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero 

de 1990 será regido por las siguientes disposiciones:  

1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de 

diciembre de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, 

mantendrán el régimen prestacional que han venido gozando en cada 

entidad territorial de conformidad con las normas vigentes. 

 […] 

3.- Cesantías: 

Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 

1989, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un 

auxilio equivalente a un mes de salario por cada año de servicio o 

proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el último salario 

devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso 

contrario sobre el salario promedio del último año. 

 

A su vez, el Decreto 2563 de 1990, por el cual se determinan las 

responsabilidades de pago de las prestaciones sociales del personal 

docente nacional y nacionalizado y se dictan otras disposiciones, estableció 

en sus artículos 10 y 26:  

 

“Artículo 10º.- La deuda con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio por concepto de las cesantías del personal docente 

nacionalizado, no causadas a 29 de diciembre de 1989, se liquidará 

teniendo en cuenta el régimen prestacional vigente en cada entidad 

territorial. En cada caso deberán deducirse los valores pagados por 

liquidaciones parciales de cesantías y realizarse los ajustes que resulten del 



estimativo actuarial sobre los efectos de su futura valorización por la 

retroactividad aplicable al tiempo servido hasta esa fecha. 

Las responsabilidades de pago al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio por este concepto serán, a prorrata del tiempo servido por el 

docente, las mismas señaladas en el Capítulo II para las prestaciones 

causadas, teniendo en cuenta que la valorización futura por efecto de la 

retroactividad es de cargo de la entidad responsable del período 

valorizado.”. 

“Artículo 26º.- Si una vez realizado el corte de cuentas con las entidades 

territoriales y sus cajas de previsión seccional o las entidades que hagan sus 

veces, el Fondo Nacional de Ahorro y la Caja Nacional de Previsión Social, 

se presentare déficit entre el monto estimado de las deudas a 29 de 

diciembre de 1989 y su costo efectivo de liquidación, este faltante será 

cubierto por la Nación.”. 

 

Además, téngase en cuenta lo previsto en el Art 53 de la Ley 962 de 2005 
“Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos 

administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones 

públicas o prestan servicios públicos”, al respecto: 
 

ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 

pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 

correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la 

firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 

 

Así las cosas, teniendo en citado Fondo (según el artículo 4º de la referida 

ley) la función de atender las prestaciones sociales de los docentes 

nacionales y nacionalizados ninguna obligación podrá recaer en cuanto a 

este tema en cabeza de la Secretaria de Educación del Distrito. 

 

DE LA PRESTACIÓN PRETENDIDA POR LA PARTE ACTORA – PRIMA DE MEDIO 

AÑO Y/O MESADA ADCIONAL DEL MES DE JUNIO. 
 

En tal sentido, por ser un asunto debatido con anterioridad y que fue 

clarificado por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado a 

través del concepto de noviembre 22 de 2007 – radicado 1.857 con 

ponencia del honorable Magistrado Enrique José Arboleda, nos permitimos 

transcribir in extenso por su importancia dicho pronunciamiento, con el cual 

la referida Corporación explicó la improcedencia del reconocimiento 

solicitado por la parte actora en los siguientes términos: 
 

 

“2. La mesada adicional del mes de junio: 

2.1. Su origen y evolución: 

Como lo reseña la consulta de la señora Ministra, la mesada adicional del mes de junio 

fue concebida durante las discusiones del proyecto de normatividad en materia de 

seguridad social que se concretó en la ley 100 de 1993, con la finalidad de compensar 

a un grupo de pensionados a los cuales la aplicación de la fórmula consagrada en la 

ley 4ª de 1976 para el reajuste de su pensión, pudo haberles significado un menor valor 

frente al resultado de las reglas establecidas en la ley 71 de 198818. Tal finalidad sustentó 

la decisión del legislador, recogida en el artículo 142 de la ley 100 de 1993, de consagrar 

la mesada adicional del mes de junio, relacionando sus destinatarios. Las expresiones 

subrayadas fueron declaradas inexequibles19, pero a continuación se transcribe la 

versión originalmente aprobada: 



"Artículo 142. Mesada adicional para actuales pensionados: Los pensionados por 

jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores públicos, oficial, semioficial, en 

todos sus órdenes, en el sector privado, y del Instituto de Seguros Sociales, así como los 

retirados y pensionados de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, cuyas pensiones 

se hubiesen causado y reconocido antes del primero (1º) de enero de 1988, tendrán 

derecho al reconocimiento y pago de treinta (30) días de la pensión que le corresponda 

a cada uno de ellos por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes 

de junio de cada año, a partir de 1994. / Los pensionados por vejez del orden nacional, 

beneficiarios de los reajustes ordenados en el decreto 2108 de 1992, recibirán el 

reconocimiento y pago de los treinta días de la mesada adicional sólo a partir de junio 

de 1996. 

"Parágrafo. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo la 

cancelación de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario mínimo legal 

mensual." 

La norma así aprobada fue incorporada por el legislador como una de las "disposiciones 

finales del Sistema General de Pensiones", regulado en el Libro I de la ley 100 de 199320, 

que "con las excepciones previstas en el artículo 279" y el respeto a los derechos 

adquiridos, se aplica a "todos los habitantes del territorio nacional."21 

Por sus antecedentes y su ubicación en el cuerpo normativo, la mesada adicional es 

parte del sistema general de pensiones. Esta afirmación se refuerza al observar que la 

misma ley 100, artículo 279, excluía del régimen general a varios grupos de pensionados, 

pese a lo cual el texto del artículo 142 incluyó de manera expresa uno de esos grupos, el 

de "los retirados y pensionados de las Fuerzas Militares y de Policía", para que pudieran 

gozar del beneficio de la mesada adicional. En este sentido, la Corte Constitucional 

señaló en la sentencia C-461-95, al ordenar aplicar un beneficio similar a los afiliados al 

Fondo de Prestaciones del Magisterio: 

"La excepción al régimen general, consagrada en el artículo 279 de la ley 100, es total. 

Vale decir, a los afiliados del mencionado Fondo no se les aplica la Ley 100, en ninguna 

de sus partes, en lo referente al Sistema Integral de Seguridad Social. El artículo 142 – que 

consagra la mesada adicional para pensionados – tampoco se aplicaría a los afiliados 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dado que tal artículo forma 

parte del Sistema Integral de Seguridad Social."22 

Ahora bien, en nuestro ordenamiento es claro que los requisitos, condiciones y beneficios 

que configuran un régimen general o un régimen especial, son excluyentes23, de manera 

que los destinatarios de uno y de otro se sujetan en su integridad al que les sea aplicable; 

salvo disposición legal en contrario que extienda un beneficio del régimen general a los 

pensionados bajo regímenes especiales pero sin modificar estos últimos, como es el caso 

que nos ocupa. 

Es claro que la mesada adicional creada por el artículo 142 de la ley 100 de 1993 es un 

beneficio del sistema general de pensiones, y por lo mismo, de él estaban excluidos 

quienes se pensionaran bajo los regímenes exceptuados expresamente por el artículo 

279 de la misma ley 100; al analizar esta última disposición, la Corte Constitucional con 

base en la ley 91 de 1989 encontró que los docentes que no tuvieran derecho a la 

pensión de gracia y los vinculados al fondo de Prestaciones del Magisterio, antes del 1º 

de enero de 1988, sin derecho a esa pensión, configuraban una excepción arbitraria 

pues su régimen pensional no incluía ningún beneficio similar a la mesada adicional del 

mes de junio, con lo cual se rompía la igualdad de todos los pensionados24; y tomó esta 

situación como ejemplo de comparación entre el régimen general y los regímenes 

especiales, a fin de determinar la constitucionalidad de estos; así, en la sentencia C-080-

9925, se lee: 

"…7. Con base en los anteriores criterios, la Corte concluyó que, por ejemplo, la exclusión 

de la mesada pensional adicional prevista por la Ley 100 de 1993 a ciertos maestros 

desconocía la igualdad, por cuanto estos no gozaban, dentro de su régimen especial, 

de ningún beneficio similar o equivalente ‘que obre como compensación por el 

deterioro que causa la inflación sobre el poder adquisitivo de las pensiones… 8. El análisis 

precedente muestra que, conforme a la jurisprudencia de la Corte, en principio no es 

posible comparar las prestaciones individuales de  los regímenes especiales de 

seguridad social frente a la regulación establecida por el sistema general de pensiones 

o de salud. Sin embargo, en algunos casos, y de manera excepcional, es procedente un 

examen de igualdad. Para tal efecto, se requiere que se trate de una prestación 



claramente separable del conjunto de beneficios previstos por el régimen, en la medida 

en que tiene una suficiente autonomía y no se encuentra indisolublemente ligada a otras 

prestaciones…" 

La extensión de la mesada adicional del sistema general de pensiones a los grupos de 

pensionados exceptuados de él, tiene como antecedente la sentencia C- 409-9426 que 

declaró inexequibles las expresiones "actuales" y "cuyas pensiones se hubiesen causado 

y reconocido antes del primero (1º) de enero de 1988", del artículo 142 de la ley 100 de 

1993, por considerar que "la desvalorización constante y progresiva de la moneda" 

afectaba a todos los pensionados en los reajustes anuales de sus mesadas; la segunda, 

ya comentada, de la cual surgió un grupo de docentes que por no tener derecho a la 

pensión de gracia y haberse vinculado al servicio antes del 1º de enero de 1980, no 

tenían un beneficio equivalente, de manera que la excepción del artículo 279 de la ley 

100 de 1993 se había tornado discriminatoria en cuanto impedía el reconocimiento a 

este sector de pensionados de dicha mesada adicional. 

Las razones expuestas en la sentencia C-409-94 fundamentaron la iniciativa 

parlamentaria que se concretó en la ley 238 de 199527, y que fue propuesta y aprobada 

como una "adición" de un parágrafo al artículo 279 de la ley 100 de 1993 para que, sin 

modificar su texto, esto es conservando el reconocimiento de los regímenes especiales 

de ECOPETROL y del Magisterio, por lo mismo exceptuados del sistema general de 

pensiones, se precisara que los pensionados de esos sectores tendrían derecho a los 

beneficios consagrados en los artículos 14 y 142 de dicha ley. El texto aprobado fue el 

siguiente: 

"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación 

de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

Destaca la Sala que la iniciativa fue muy clara en el sentido de aplicar a un grupo de 

pensionados unos beneficios del régimen general, pero no planteó, ni se discutió, la 

modificación de los correspondientes regímenes especiales; de este modo, el texto 

aprobado muestra que con él se permite el reconocimiento de la mesada adicional a 

los sectores de pensionados exceptuados de ese régimen general pero sin modificar sus 

propios regímenes especiales para incorporarla a ellos. 

Es decir, la mesada pensional no dejó de ser un beneficio del régimen general de 

pensiones, pero tampoco fue incluida como parte de los beneficios de los regímenes 

especiales ni de los expresamente relacionados en el artículo 279 de la ley 100 de 1993; 

en rigor, la ley 238 lo que hizo fue introducir una excepción muy particular a la excepción 

general, consistente en permitir que un beneficio regulado para los pensionados bajo el 

régimen general pudiera ser aplicado a quienes por estar sujetos a regímenes especiales 

de pensión, no podían ser destinatarios de dicho beneficio. 

Conservándose como parte del sistema general, la derogatoria de la mesada pensional 

en la forma como quedó dispuesta por el inciso octavo del artículo 1º del Acto Legislativo 

No. 01 del 2005, aplica a todos los pensionados, incluidos los docentes oficiales, como se 

expone a continuación. 

2.2. La supresión de la mesada adicional del mes de junio: 

Con la finalidad de introducir como principio constitucional la indispensable 

sostenibilidad del sistema de seguridad social y limitar la posibilidad de que por ley o 

negociación colectiva continuara la multiplicidad de regímenes pensionales y su 

impacto en las finanzas públicas, el gobierno nacional presentó dos proyectos de acto 

legislativo el 20 de julio y el 19 de agosto del 200428, los cuales fueron acumulados para 

su estudio y trámite. 

Ambos proyectos contenían la siguiente propuesta de norma constitucional: 

"Las personas a las que se les reconozca pensión a partir de la entrada en vigencia del 

presente acto legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al 

año." 

Esta propuesta no encontró reparos en el Congreso y desde el inicio de los debates fue 

modificada para que la prohibición no quedara referida al reconocimiento de la 

pensión sino a su causación; así, la norma aprobada como inciso octavo del artículo 1º 

del Acto Legislativo No. 01 del 2005, ordena: 



"Artículo 1º… 

"Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del presente 

Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. Se 

entiende que la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para acceder 

a ella, aún cuando no se hubiese efectuado su reconocimiento." 

En los debates, la propuesta fue aceptada en razón del impacto económico de esa 

mesada adicional; pero también se dio el acuerdo de introducir una excepción para los 

pensionados que reciban mesadas no superiores a tres salarios mínimos mensuales 

legales vigentes, siempre que reúnan los requisitos para pensionarse antes del 31 de julio 

del 2011; este acuerdo se recogió en el parágrafo transitorio 6º del Acto Legislativo No. 

01 del 2005: 

"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del presente 

artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior a tres (3) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, 

quienes recibirán catorce (14) mesadas pensionales al año". 

De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha en la cual se publicó el Acto 

Legislativo No. 01 del 200529, las personas que adquieran el derecho a la pensión 

recibirán un máximo de trece mesadas al año, con la excepción establecida en el 

parágrafo 6º transitorio, que, evidentemente, también está restringida en el tiempo y en 

sus destinatarios. 

Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de jubilación o de 

vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo 

No. 01 del 2005, no podrán recibir la mesada adicional del mes de junio creada por el 

artículo 142 de la ley 100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo” 

 

DEL CASO EN CONCRETO 

 

Analizada en conjunto la normatividad referida anteriormente, es claro para 

esta parte que la entidad que represento carece de legitimación en la 

causa por pasiva en el caso que nos ocupa, no sólo porque la que está 

llamada a responder respecto al eventual reconocimiento de la prestación 

pensional de la demandante seria el Fondo de Prestación Sociales del 

Magisterio y la Fiduprevisora como administradora de esa cuenta especial y 

la entidad territorial solo estaría obligada de acuerdo con la Ley anti trámites 

a la elaboración y remisión del acto administrativo que en todo caso debe 

aprobarse por el Fonpremag quien es en últimas quien hace el análisis de la 

norma para conceder la prestación pensional. 

 

Además, como se dejó plasmado en líneas anteriores, la actora no le asiste 

derecho a lo pretendido teniendo en cuenta que mediante la Resolución 

por medio de la cual la entidad resolvió el reconocimiento de la prestación 

pensional lo hizo aplicando la norma vigente para el caso en concreto 

estando ajustada a derecho.  

 

IV. EXCEPCIONES 

 

Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que 

precede, me permito proponer las siguientes excepciones de fondo: 

 

1. EXCEPCIONES DE PREVIAS 

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA.-  

 

Excepción que tiene como fundamento los siguientes argumentos: 



 

Si bien es cierto la excepción de la legitimación en la causa por pasiva, 

en este tipo de procesos no constituye excepción de fondo solicito se 

tenga en cuenta  que  la Secretaria de Educación Distrital no es quien 

autoriza ni determina a quien ni cómo debe reconocerse las 

prestaciones pensionales.  Es la Fiduciaria la Previsora S.A. 

 

Legitimación de hecho en la causa se entiende como la relación 

procesal. La cual establece que se entre el demandante y el 

demandado por intermedio de la pretensión procesal; es decir es una 

relación jurídica nacida de la atribución de una conducta, en la 

demanda, y de la notificación de está  al demandado. Quien cita a otro 

y endilga a otro la conducta causante de la demanda, está legitimado 

de hecho por activa y aquél a quien  se cita y se atribuya  acción  u 

omisión  resulta legitimado de  hecho   y  por  pasiva,   después   de  la  

notificación del  auto  admisorio  de  la demanda. 

 

La legitimación material en la causa alude, por regla general, a la 

participación real de las personas en el hecho origen de la demanda, 

independientemente de que dichas personas hayan demandado o 

hayan sido demandadas. 

 

La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición 

anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito 

favorable, al demandante o al demandado: 

 

La falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva, no 

enerva la pretensión procesal en su contenido, como sí lo hace una 

excepción de fondo. Sin más, si la legitimación en la causa es un 

presupuesto de la sentencia de fondo, porque otorga a las partes el 

derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito  de  las pretensiones del 

actor las razones de la oposición  por el demandado, mediante sentencia  

favorable  o desfavorable, al ser una calidad subjetiva de las partes en 

relación con el interés sustancial que se discute en el proceso, cuando 

una  de las partes carece de dicha calidad o atributo no puede el juez 

adoptar una decisión de mérito y debe entonces simplemente 

declararse inhibido para  fallar el caso de fondo. 

 

La Secretaría de Educación Distrital  no se encuentra legitimada en la causa 

por pasiva, porque si la ley no le ha transferido la administración del Fondo 

de prestaciones Sociales del Magisterio, no puede entrar a variar los factores 

y mucho menos conciliar los efectos patrimoniales de los actos 

administrativos, y aquellos dineros no le pertenecen. 

 

A continuación se citan las normas pertinentes que refuerzan el 

planteamiento anterior: 

 

- Ley 33 de 1985. Art.1. El empleado oficia lque sirva o haya servido veinte años 

continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55años, tendrá derecho a que por 

la respectiva caja de previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de 

jubilación equivalente al 75% del salario promedio que sirvió de base para los 

aportes durante el último año de servicios. 

 
- Ley 91 de 1989. Art. 2 numeral 5. Las prestaciones sociales del personal nacional y 



nacionalizado que se causen a partir del momento de la promulgación de la 

presente ley, son de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio... 

 

- Decreto 3135 de 1968 y Decreto 1848 de'1969. El valor de la pensión mensual 

vitalicia de jubilación será equivalente al '75% del promedio de los salarios y primas 

de toda especie en el último año de servicios por el empleado oficial que haya 

adquirido el status jurídico de jubilado, por reunir los requisitos señalados en la ley 

para tal fin.                                                                                              

 

- Decreto 2831 de 2005. La Secretaría de Educación de la entidad territorial 

certificada a la que se encuentre vinculado   el  docente deberá: 

 

Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 

reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 

sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho fondo. 

 

Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, certificación de 

tiempo de servicios y régimen salarial y prestacional, del docente peticionarioo 

causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 

Elaborar v remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 

los 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria 

encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 

descrita en el numeral anterior. 

 

Previa  aprobación  por  parte  de  la  sociedad  fiduciaria  encargada  del  manejo 

y administración de los recursos del Fondo, suscribire el acto administrativo de 

reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo, de acuerdo con 

las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005, y las normas que las adiciones o modifiquen, y 

surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos v con las 

formalidades y efectos previstos en la ley. 
 

Remitira la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 

Nacional  de  Prestaciones   Sociales  del  Magisterio,  copia  de  los  actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto 

con la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro delos 3 días 

siguientes a que se encuentre en firme.” 

 

2. EXCEPCIONES DE FONDO.- 

 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ACUSADOS: 

 

Fundo la presente excepción en los siguientes motivos: 

 

El artículo 88 del C.P.A.C.A contempla: 

 
Artículo 88. Presunción de legalidad del acto administrativo. Los actos 

administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, 

no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su 

legalidad o se levante dicha medida cautelar. 

 

Conforme ha sido reiterado en numerosas oportunidades por las Altas Cortes 

se entiende que la presunción de legalidad del acto administrativo, hace 



referencia a “la presunción de validez del acto administrativo mientras su 

posible nulidad no haya sido declarada por autoridad competente. La 

presunción de legitimidad importa, en sustancia, una presunción de 

regularidad del acto, también llamada presunción de “legalidad”, de 

“validez”, de “juridicidad” o pretensión de legitimidad.  

 
En el mismo sentido, se ha manifestado que la presunción de legalidad del acto 

administrativo es “la suposición de que el acto fue emitido conforme a derecho, 

dictado en armonía con el ordenamiento jurídico. Es una resultante de la juridicidad 

con que se mueve la actividad estatal.  La legalidad justifica y avala la validez de 

los actos administrativos; por eso crea la presunción de que son legales, es decir, se 

los presume válidos y que respetan las normas que regulan su producción” 

 
La presunción se desprende del hecho supuesto de que la administración ha 

cumplido íntegramente con la legalidad preestablecida en la expedición del acto, 

lo que hace desprender a nivel administrativo importantes consecuencias  entre 

ellas, la ejecutoriedad del mismo. 

 

Al respecto vale la pena finalizar reiterando lo expresado en el acápite de razones 

y fundamentos de derecho en el sentido de que las normas aplicables al caso 

concreto de la demandante son aquellas que en efecto ha contemplado la 

entidad demandada.  

 
PRESCRIPCION:  

 

La cual aplicaría conforme a las disposiciones legales y sobre aquellas solicitudes 

que han sobrepasado el término máximo legal para su reclamación. 

 
LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra excepción que 

resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

V. PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las aportadas 

con la demanda. 

 

VI. NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito suministro 

los siguientes datos:  A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE 

BOGOTA, en la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o al 

Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

Señor Juez,  

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 
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8   • DECRETO 	 JI 

2.4 MAR 2021 
"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 

judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

LA ALCALDESA MAYOR DE BOGOTA, D. C. 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los 
numerales 1 y 3 del artIculo 315 de la Constitución Poiltica, los artIculos 35, 38 numerales 
1, 3, y 6; los artIculos 39 y 53 del Decreto Ley 1421 de 1993; el artIculo 9 de la Ley 489 de 
1998, los artIculos 159 y 160 de la Ley 1437 de 2011, ci artIculo 17 del Acuerdo Distrital 

257 de 2006 y, 

CONSIDERANDO: 

Que ci numeral 3 del artIculo 315 de la Constitución PolItica atribuye a los alcaldes la función 
de dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las funciones 
y la prestación de los servicios a su cargo; y representarlo judicial y extrajudicialmente. 

Que el artIculo 322 Idem establece que ci regimen politico, fiscal y administrativo de Bogota, 
Distrito Capital, será el que determinen la Constitución, las leyes especiales que para el 
mismo se dicten y las disposiciones vigentes para los municipios. 

Que el artIculo 35 del Decreto Ley 1421 de 1993 dispone que el/la Alcalde/sa Mayor es el/la 
jefe/a del gobiemo y de la administraciOn distrital, representa legal, judicial y 
extrajudicialmente a! Distrito Capital, y por disposición del artIculo 53 del mismo Estatuto, 
ejerce sus atribuciones por medio de los organismos o entidades creados por ci Concejo 
Distrital. 

Que ci articulo 9 de la Ley 489 de 1998 faculta a las autoridades administrativas, en virtud 
de lo dispuesto en la Constitución Politica para delegar las funciones a él conferidas por ci 
ordenamiento jurIdico, a sus colaboradores o a otras autoridades con funciones afines o 
complementarias, mediante acto de delegacion expreso. 

) 
Que asi mismo el artIculo 53 del Codigo de Procedimiento Administrativo y de 10 

Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, en adelante CPACA dispone que los 
procedimientos y trámites administrativos podrán realizarse a través de medios electrónicos 
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y, para garantizar la igualdad de acceso a la administraciOn, la autoridad deberá asegurar 
mecanismos suficientes y adecuados de acceso gratuito a los medios eiectrónicos o permitir 
ci uso altemativo de otros procedimientos. 

Que el üitimo inciso del artIculo 159 del CPACA, determina que las entidades y Organos que 
conforman ci sector central de las administraciones del nivel territorial, están representadas 
por el respectivo gobernador o aicalde distrital o municipal. En los procesos originados en la 
actividad de los órganos de control del nivel territorial, la representación judicial 
corresponderá al respectivo personero o contralor. 

Que el iuitimo inciso del artIculo 160 del CPACA seflala que los abogados vinculados a las 
entidades püblicas pueden representarias en los procesos contencioso-administrativos 
mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante deiegacion general o particular 
efectuada en acto administrativo. 

Que ci artIculo 186 del CPACA dispone que "todas las actuaciones judiciales susceptibies de 
surtirse en forma escrita deberán realizarse a través de las tecnologIas de la inlormaciOn y las 
comunicaciones, siempre y cuando en su envIo y recepción se garantice su autenticidad, 
integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con la icy". 

Que de conformidad con lo seflalado en ci artIculo 197 del CPACA, las entidades püblicas 
de todos los niveles, que actüen ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, deben tener 
un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones. 

Que la anterior disposición es concordante con lo previsto en ci artIculo 103 del Codigo 
General del Proceso - Ley 1564 de 2012, en adelante CGP, al determinar que en todas las 
actuaciones judiciales deberá procurarse el uso de las tecnologIas de la información y las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciaies, con ci fin de faciiitar y 
agilizar ci acceso a iajusticia, asI como ampliar su cobertura. 

Que conforme lo estabiece el numeral 13 del artIcuio 2.2.22.2.1 del Decreto Nacional 1083 
de 2015, modificado por ci Decreto Nacional 1499 de 2017 dentro de las poilticas de gestión 
y desempeflo institucionai se encuentra la defensa j uridica. 
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Que el artIculo 17 del Acuerdo Distrital 257 de 2006, faculta a las autoridades administrativas 
del Distrito Capital para delegar el ejercicio de sus funciones a sus colaboradores o a otras 
autoridades con funciones afines o complementarias, de conformidad con la Constitución 
PolItica y la ley, especialmente con la Ley 489 de 1998. 

Que el artIculo 1 del Acuerdo Distrital 638 de 2016 creó el Sector Administrativo Gestión 
Juridica integrado por la Secretarla Juridica Distrital como una entidad del Sector Central, 
con autonomIa administrativa y fmanciera. 

Que el Decreto Distrital 323 de 2016 modificado por el Decreto Distrital 798 de 2019 y por 
el Decreto Distrital 136 de 2020, estableció la estructura organizacional y funciones generales 
de la Secretarla Juridica Distrital. 

Que conlorme con el artIculo 2 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por el artIculo 
1 del Decreto Distrital 798 de 2019 la Secretarla Juridica Distrital se constituye como el ente 
rector en todos los asuntosjuridicos del Distrito Capital y tiene por objeto formular, orientar, 
coordinar y dirigir la gestión jurIdica de Bogota D.C.; asI como la definición, adopción, 
coordinación y ejecución de polIticas en materia de gestion judicial y representaciOn judicial 
y extrajudicial, entre otras. Por consiguiente, es necesario articular y orientar el ejercicio de 
la representación judicial y extrajudicial a la actual organización administrativa. 

Que el numeral 4 del artIculo 3 del referido Decreto Distrital 323 de 2016, establece en cabeza 
de la Secretarla Juridica Distrital el ejercicio del poder preferente a nivel central, 
descentralizado y local en los casos que la Administración lo determine. 

Que el artIculo 90 del Decreto Distrital 430 de 2018 "Por el cual se adopta el Modelo de 
Gestión Juridica Püblica del Distrito Capital y se dictan otras disposiciones" establece 
competencias especiales a cargo de la Secretarla Juridica Distrital, para ejercer el poder 
preferente a nivel central, descentralizado y local en los casos en que asI lo determine. 
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Que todas la entidades y organismos distritales del sector central, dentro de su estructura, 
cuentan con una dependencia que, entre otras funciones, se encarga de la representación 
judicial y extrajudicial de la respectiva entidad. 

Que es necesario reducir los trámites asociados a la suscripción de poderes generales, 
favoreciendo la celeridad y la economla procesal que demandan los trámites ante la 
jurisdicción. AsI como armonizar las delegaciones otorgadas a los jefes juridicos de las 
entidades en los Decretos Distritales de funciones de éstas, con el Decreto Distrital que 
concentra las reglas de la actividad litigiosa del Distrito. 

Que se requiere incorporar reglas generales en relación con las acciones tutelas, mej orar las 
delegaciones especiales en cabeza de las entidades del sector central y en general, impartir 
lineamientos que actualicen, orienten, unifiquen, articulen y fortalezcan la gestion judicial y 
extrajudicial, de acuerdo con los principios de la función administrativa y con los objetivos 
trazados por el Modelo Integrado de Planeación y Gestión. 

En mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

CAPTULO I 

REPRESENTACION JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL DE LAS ENTIDADES DE 
LA ADMINISTRACION DISTRITAL 

ArtIculo 1°.- Representación judicial y extrajudicial del sector central de la 
administración Distrital. Delegase a los Jefes y/o Directores de las Oficinas o direcciones 
JurIdicas y/o Subsecretarios JurIdicos de las entidades y organismos distritales del sector 
central la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, en relación con 
sus respectivos organismos, para todos aquellos procesos, acciones de tutela, diligencias, yb 
actuaciones judiciales, extrajudiciales o administrativas que se adelanten con ocasión de los 
actos, hechos, omisiones u operaciones que realicen, en que participen o que se relacionen 
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con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su objeto, misionalidad y funciones; 
con las facultades, limitaciones y reglas previstas en ci artIculo 50  de este decreto. 

Parágrafo. En los casos en que la entidad cuente con más de una dependencia con funciones 
jurIdicas, la delegaciOn recae en aquella que, atendiendo a su estructura intema, desempefle 
la función de representación judicial y extrajudicial. 

ArtIculo 2°.- Representación judicial y extrajudicial del sector descentralizado de la 
administración Distrital. Las entidades del sector descentralizado conforme su naturaleza, 
se representan a sj mismas en to judicial y extrajudicial a través de sus representantes legates 
y conforme los actos de delegación internos. En armonia con las disposiciones y 
orientaciones contenidas en este Decreto se deberá garantizar la coordinación estratégica de 
la gestion judicial y extrajudicial con el sector central de la administración. 

Parágrafo. Cuando en un mismo proceso o actuación se vincule genéricamente al Distrito 
Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota y a una entidad 
descentralizada, la entidad cabeza del sector central al que esta pertenezca, atenderá, en 
coordinación con la entidad descentralizada, la representación judicial y extrajudicial del 
sector central de la administración Distrital, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en 
los artIculos 8° y 9° de este Decreto. 

ArtIculo 3°.- Representación judicial y extrajudicial de los órganos de control del orden 
distrital. Los órganos de control del orden distrital ejercerán su representación judicial y 
extrajudicial de conformidad con 10 previsto en los artIculos 104, 105 y 118 del Decreto Ley 
1421 de 1993 y los artIculos 159 y 160 del CPACA, o de las normas que los sustituyan. 

Paragrafo. Los procesosjudiciales que se adelanten contra los órganos de control distritaies, 
en los cuales se disponga la vincuiación de Bogota, Distrito Capital, la representaciónjudicial 
y extrajudicial del sector central de la administración, seth ejercida por la Dirección Distrital 
de Gestión Judicial de la SecretarIa Juridica Distrital, con las facultades previstas en ci 
artIculo 5 de este Decreto y en coordinación con ci ente de control. 
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Articulo 40•.. Representación judicial y extrajudicial del Concejo de Bogota. En los 
procesos judiciales y extrajudiciales, trámites administrativos que se deriven de los actos, 
hechos, omisiones u operaciones que expida, realice o en que incurra o participe ci Concejo 
de Bogota, D.C., como corporaciOn, la representaciOn judicial y extrajudicial Ic corresponde 
a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, conforme las 
siguientes reglas: 

4.1. La Oficina Asesora Juridica del Concejo de Bogota, con ci fin de iograr una adecuada 
gestión judicial, deberá coordinar los aspectos jurIdicos y misionales requeridos, con 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. Conforme lo 
dispuesto por ci sub numeral 4 del numeral IV del Capftulo 1 del Acuerdo Distrital 492 de 
2012, en concordancia con ci artIculo 10 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por 
ci Decreto Distrital 798 de 2019. 

4.2. Con ci objeto de garantizar la imparcialidad en la defensa de los actos administrativos 
expedidos por ci Concejo de Bogota, en los cuales se pueda prcsentar una conflicto de 
intereses en razón a la posición contradictoria de la administración pübiica frentc al 
respectivo acto, ci Concejo de Bogota cuando lo considere oportuno, podrá asumir 
directamente la defensa judicial, para lo cual la Dirección Distrital de Gestión Judicial 
otorgará ci respectivo poder al Director Juridico del Concejo de Bogota o a quien determine 
la mesa dircctiva de esta corporación. 

ArtIculo 5°.-. Facultades inherentes a la representación judicial y extrajudicial. La 
represdntación judicial y extrajudicial que mediante ci presente Decreto se delega, 
comprende las siguientes facultades: 

5.1. Actuar, transigir, conciliar judicial y extrajudicialmente, desistir, intcrponcr recursos, 
participar en la práctica de los mcdios de prueba o contradicción y en general todo lo 
relacionado con las actuaciones a que hubiere iugar para ci cumplimiento del mandato y la 
defensa de los intereses de la cntidad, en nombre de Bogota, Distrito Capital. 

5.2. Atender, en nombre de Bogota, Distrito Capital, los rcquerimientos judiciales o de 
autoridad administrativa, relacionados con las funcioncs inhcrcntes a la respectiva cntidad. 
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5.3. Constituir apoderados generales y especiales con las facultades de ley, para la atención 
de los procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas de 
su competencia, conforme a lo dispuesto en el presente decreto. El poder deberá ajustarse a 
los parámetros de identidad corporativa fijados en el artIculo 22 de este Decreto. 

5.4. Iniciar las acciones j udiciales y actuaciones administrativas que fueren procedentes para 
la defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. Esta facultad podrá ejercerse respecto 
de los actos que la entidad haya proferido, o respecto de asuntos asignados, sin perjuicio de 
la facultad de la Secretarla JurIdica Distrital para iniciar o intervenir en nombre y en defensa 
de los intereses de Bogota, Distrito Capital, en las acciones judiciales contra leyes, decretos 
y/o actos de autoridades administrativas del orden nacional. 

5.5. Atender directamente las solicitudes de informes juramentados, conforme al 
artIculo 217 del CPACA, 195 del CGP y demás normas procesales concordantes, o aquellas 
que las sustituyan. 

5.6. Adoptar todas las medidas necesarias para dar cumplimiento a las providencias 
judiciales y decisiones extrajudiciales y administrativas, en las cuales resulte condenada u 
obligada directamente la respectiva entidad, de conformidad con las disposiciones especiales 
fijadas por el/la Alcalde/sa mayor. 

Parágrafo. Los delegatarios ejercerán estas facultades conforme a la normatividad aplicable 
y en observancia de las polIticas y competencias de los Comités de Conciliación de las 
entidades, procedimientos internos y las directrices que imparta la Secretaria JurIdica 
Distrital. 

ArtIculo 6. Representación del Distrito Capital en audiencias o requerimientos 
judiciales y extrajudiciales. El/la Alcalde/sa Mayor, designará mediante acto 
administrativo los servidores püblicos que tendrán la facultad de comparecer en su nombre 
y representación ante los Despachos Judiciales o autoridades administrativas, cuando 
además del respectivo apoderado, se requiera su presencia expresa como representante legal 
del Distrito Capital. 
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El acto administrativo que realice la designación deberá indicar de manera expresa las 
facultades con que el/los designado/s concurre/n a la instancia judicial o extrajudicial y 
cumpliendo los requisitos del artIculolO de la Ley 489 de 1998 y demás normas 
concordantes. 

En los casos donde sea un requisito legal deberán aportar la autorización del Comité de 
ConciliaciOn de la respectiva entidad. 

Articulo 70•  Reglas para la representación judicial en acciones de tutela. Cada 
organismo integrado o vinculado a una acción de tutela, debe responder directamente ante 
el despacho judicial por los hechos, peticiones y derechos fundamentales presuntamente 
vulnerados y aperturas de incidentes de desacato. Para tal efecto se deberán atender las 
siguientes reglas: 

7.1. Cuando la respectiva entidad se notifique de una acción de tutela, o tenga conocimiento 
de esta y advierta que la respuesta, o informe de tutela debe ser emitido por otra entidad del 
sector central que no está vinculada, o que no ha sido inlormada, deberá advertirlo 
inmediatamente a través del buzón de notificaciones a la Secretarla JurIdica Distrital, quien 
se encargará de realizar el traslado para su integración al trámite. 

7.2. En caso de que varias entidades sean vinculadas o integradas por la Secretarla Juridica 
Distrital a una acción de tutela, los informes y respuestas que se alleguen al despacho judicial 
de conocimiento deberán versar sobre los argumentos de defensa, pronunciarse frente a los 
hechos, derechos y pretensiones en relación con la misionalidad de la respectiva entidad, 
evitando seflalar a otra entidad como responsable de la vulneración del derecho. 

7.3. Cuando una acciOn de tutela vincule genéricamente a el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota 
D.C., o el Distrito Capital de Bogota. La Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretarla JurIdica Distrital determinará las entidades del sector central que, conforme a la 
relación misional con los hechos y peticiones, deberán pronunciarse ante el despacho 
judicial. 
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7.4. Las acciones de tutela que vinculen a la Secretarla JurIdica Distrital, como representante 
del/la Alcalde/sa Mayor de Bogota, D.C., o a! Distrito Capital de Bogota serán remitidas a 
las entidades y organismos a los que corresponda la defensa de los intereses del Distrito 
Capital conforme con su misionalidad y competencias. 

7.5. La apertura de incidentes de desacato deberá ser atendido por la entidad condenada o 
involucrada mediante acto administrativo en el cumplimiento. En el caso de que este se inicie 
de manera genérica en contra de Bogota Distrito Capital yio el/la Alcalde/sa Mayor de la 
Ciudad, este será direccionado a la entidad responsable del cumplimiento en consideración 
de lo previsto en el inciso segundo del artIculo 53 del Decreto Ley 1421 de 1993, 
exceptuando los que sean considerados asuntos de alta importancia, los cuales serán 
atendidos por la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

Parágrafo. Cuando se presenten las situaciones descritas en los numerales 7.3 y 7.4 del 
presente artIculo, la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, 
comunicará al Despacho Judicial que el/la Alcalde/sa Mayor de la Ciudad de Bogota, como 
maxima autoridad de la administración distrital, ejerce sus atribuciones por medio de los 
organismos y entidades creados por el Concejo de Bogota y que corresponde a las entidades 
a las cuales se les ha dado traslado de la tutela, ejercer la defensa del Distrito Capital. 

CAPITULO II 

DELEGACIONES SECTORIALES 

SECTOR GESTION JURIDICA 

ArtIculo 8°.- Poder preferente de la Secretarla JurIdica Distrital. La Secretarla Juridica 
Distrital podrá ejercer, en aquellos asuntos de alta relevancia o importancia estratégica para 
Bogota D.C., el poder preferente establecido en el artIculo 9 numeral 9.5 del Decreto Distrital 
430 de 2018, con lo cual asumirá la representación judicial del nivel central, descentralizado 
o local con el objeto de centralizar la defensa judicial y extrajudicial del Distrito Capital, en 
los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción y en cualquier estado del proceso. 
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En ejercicio de estas facultades la Secretaria Juridica Distrital también podrá asumir la 
representación judicial para interponer nuevas acciones judiciales y constituirse como 
vIctima o como parte civil en procesos penales. 

Parágrafo 1. Para ci efecto, la respectiva entidad le otorgará poder especial al abogado que 
designe la Secretarla Juridica Distrital y será otorgado de conformidad con las facultades 
especiales previstas en ci numeral 5.3. del artIculo 5 de este decreto y las demás normas 
procesales aplicables. 

Parágrafo 2. De conformidad con lo previsto en ci articulo 131 del Acuerdo Distrital 761 
de 2020, la responsabilidad contingente del proceso cuya representación es asumida por la 
Secretaria Juridica Distrital, recaerá sobre las entidades demandadas que están siendo 
representadas por ésta. 

Asi mismo, la entidad o entidades distritales que han sido desplazadas en la defensa judicial 
por la Secretaria Juridica Distrital asumirán los gastos, costas, honorarios, agencias en 
derecho y demás erogaciones que se generen como consecuencia del proceso judicial. 

En ci caso de encontrarse vinculadas varias entidades del sector central yio descentralizado, 
se podran suscribir convenios interadministrativos para designar un mismo apoderado, aunar 
esfuerzos financieros y estabiecer parámetros especificos frente a la defensa técnica. 

Parágrafo 3. La entidad distrital qüe ha sido despiazada en la defensa judicial de que trata 
ci presente artIculo deberá continuar haciendo ci seguimiento y acompafiamiento a las 
actuaciones adelantadas por la Secretaria Juridica Distrital y podrá hacer recomendaciones 
sobre el proceso, para lo cual podrá acceder a toda la información que se requiera para ci 
efecto. AsI mismo la respectiva entidad deberá prestar de forma eficaz y eficiente toda la 
información e insumos que requiera la Secretaria Juridica Distrital para ejercer la defensa 
judicial. 

ArtIculo 9°.-. Delegaciones especiales en la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretaria Juridica Distrital. Delegase en el/ia Director/a Distrital de Gestión Judicial de 
la Secretaria Juridica Distrital la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
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Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 del presente decreto, respecto de los 
siguientes asuntos: 

9.1. En los procesos, diligencias y actuaciones iniciadas contra el/la Alcalde/sa Mayor de 
Bogota, Distrito Capital, que, por razones de importancia jurIdica, económica, social, 
ambiental, de seguridad, cultural, o de conveniencia, se estime procedente. 

9.2. En las acciones populares y de grupo que se adelanten contra Bogota, Distrito Capital, 
y/o entidad del sector central, que se hubieren notificado con posterioridad al 1 de agosto de 
2005. 

9.3. En los procesos para el levantamiento de fuero sindical que deba adelantar Bogota, 
Distrito Capital, y/o cualquier entidad del sector central. 

9.4. En los procesos judiciales y mecanismos alternativos de soluciOn de conflictos, 
notificados con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, en los que se vinculó al Distrito 
Capital, las SecretarIas de Despacho, los Departamentos Administrativos, la Unidad 
Administrativa Especial de Servicios Páblicos (antes UESP), las Localidades, los Alcaldes 
Locales, las Juntas Administradoras Locales yio los Fondos de Desarrollo Local. 

9.5. En los medios de control o mecanismos alternativos de solución de conflictos en contra 
o donde se dispuso la vinculación de la Secretarla de Obras Püblicas - SOP, hasta su 
transformación. 

9.7. En los medios de control contra leyes, decretos y/o actos de autoridades administrativas 
del orden nacional, en defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. 

9.8. En los medios de control iniciados contra los decretos distritales expedidos por el/la 
Alcalde/sa del Distrito Capital de Bogota, D.C. 

9.9. En la coordinación con la Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado para la 
eventual solicitud y trámite del concepto de controversias jurIdicas del que trata el numeral 
7 del artIculo 112 del CPACA, modificado por el articulo 19 la Ley 2080 de 2021. 
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Parágrafo 1. Corresponde a cada una de las entidades y organismos distritales que están 
siendo representados por la Secretaria JurIdica Distrital, proporcionar los antecedentes 
administrativos necesarios para la adecuada gestión judicial, asf como apoyar la defensa 
técnica cuando asI lo requiera la Dirección Distrital de GestiOn Judicial. 

Para el ejercicio de la delegacion efectuada en el numeral 9.2, corresponde a la Secretarla 
Distrital de Gobierno a través de la respectiva alcaldIa local coordinar, centralizar y presentar 
de manera unificada la información del sector de las localidades, cuyas dependencias son 
mencionadas en el articulo 110  del presente Decreto. 

Paragrafo 2. Cuando en un mismo medio de control se acumulen pretensiones de nulidad 
simple y de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de un acto administrativo de 
carácter general que disponga la modificación de planta de personal de las entidades del 
Sector Central y del acto administrativo de carácter particular de desvinculación, ejecución 
o cumplimiento, la representación judicial será ejercida por la respectiva entidad. 

ArtIculo 10°.-Facultades especiales delegadas en la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la SecretarIa JurIdica Distrital. Delegase en el/la Director/a Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, las siguientes facultades: 

10.1. Notificarse personalmente de autos admisorios de demandas o del inicio de acciones 
judiciales o extrajudiciales y de actos proferidos en actuaciones administrativas iniciadas 
contra Bogota, Distrito Capital, y/o cualquiera de sus Secretarlas de Despacho, 
Departamentos Administrativos, Unidades Administrativas Especiales sin personerla 
jurIdica, Localidades, AlcaldIas Locales, Juntas Administradoras Locales o Fondos de 
Desarrollo Local, o contra el Concejo Bogota. 

10.2. Otorgar poderes y/o designar apoderados especiales, comparecer directamente en los 
asuntos y reclamar ante las entidades u organismos correspondientes, la entrega de tItulos 
judiciales a favor del Distrito Capital. 
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10.3. Comparecer directamente o a través de apoderado en las circunstancias previstas en 
los artIculos 8 y9 del presente decreto y las que sean de competencia de la Secretarla JurIdica 
Distrital. 

10.4. Determinar la entidad del sector central de la Administración Distrital que atenderá la 
representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, cuando en un 
mismo proceso o actuación se vincule a más de una entidad Distrital, o cuando se demande 
genéricamente al Distrito Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor 
de Bogota y el asunto no esté previsto en el artIculo 9 del presente decreto. 

10.5. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el desarrollo de la defensa 
judicial o extrajudicial de la Adniinistración Distrital. En aquellos procesos que requieran 
un alto nivel de coordinación. 

10.6. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el cumplimiento de 
sentencias o decisiones j udiciales o extrajudiciales, que involucren a más de una entidad del 
nivel central, entidad descentralizada o localidad de la Administración Distrital, cuyos 
mandatos requieran un despliegue de actuaciones que correspondan a entidades del Distrito, 
aun cuando no hubieren sido expresamente estabiecidos a su cargo. 

Parágrafo. Los Comités de los que trata el presente artIculo también podrán ser 
conformados por solicitud de las entidades distritales, a través de escrito donde se 
fundamente su necesidad. Dicha solicitud será evaluada por la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. 

SECTOR GOBIERNO 

Articulo 11°.-Delegaci6n especial de la representación judicial y extrajudicial en la 
Secretarla Distrital de Gobierno. Delegase en ci Jefe de la Dirección JurIdica de la 
Secretarla Distrital de Gobierno la representaciónjudicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
Capital, con las facuitades previstas en el artIculo 5 de este decreto. En relación con todos 
aquellos procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas 
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que se adelanten con ocasión de los actos, hechos, omisiones u operaciones que expidan o 
realicen las AlcaldIas Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo 
Local y las Inspecciones de Policla. 

Parágrafo. Se exceptian de esta asignaciOn, los procesos relacionados en el numeral 9.4 del 
articulo 9 de este decreto. 

Articulo 12°.- Delegación especial de la representación judicial y extrajudicial en el 
Departamento Administrativo de la DefensorIa del Espacio Püblico-DADEP. Delegase 
en el/la Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del DADEP, con las facultades previstas en ci 
articulo 5 de este decreto, la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, 
Distrito Capital, en lo que se refiere a la defensa y saneamiento de los bienes inmuebles que 
conforman el patrimonio inmobiliario Distrital, incluidos los procesos necesarios para la 
defensa, custodia, preservación y recuperación de los bienes del espacio püblico del Distrito 
Capital, iniciados con posterioridad al 1 de enero de 2002. 

Parágrafo 1. ExceptCiense de esta delegacion las acciones judiciales que deban iniciarse 
como consecuencia de la adquisicion de inmuebles por via de expropiaciOn, conforme a lo 
dispuesto en el articulo 2 del Decreto Distrital 61 de 2005, o la norma que lo modifique. 

Parágrafo 2. La presente delegacion no comprende la asunción de las cargas u obligaciones 
a cargo del inmueble, relacionadas con pagos pendientes o deudas de este, las cuaies son 
responsabilidad de las entidades disiritales a las que se les haya entregado la administraciOn 
del respectivo inmueble. 

SECTOR HACIENDA 

Articulo 13°.-Delegaciones especiales de la representación judicial y extrajudicial en la 
SecretarIa Distrital de Hacienda. Delegase en el/la Directorala JurIdico/a de la Secretaria 
Distrital de Hacienda la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 
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13.1. En la presentación de reclamaciones ante entidades financieras püblicas o privadas, o 
de cualquier otra Indole, relativas a recaudos por concepto de impuestos distritales o ingresos 
no tributarios. 

13.2. En los procesos judiciales en materia fiscal y tributaria. 

13.3. En los procesos, diligencias y actuaciones que se adelanten con ocasión de los procesos 
concursales - Acuerdos de reestructuración, Regimen de Insolvencia Empresarial, 
Insolvencia de Persona Natural No Comerciante y Liquidación Administrativa, en los cuales 
las entidades de la Administración Central del Distrito Capital y del sector de las Localidades 
tengan interés, exceptuando las liquidaciones voluntarias. 

Los entes distritales cumplirán con los requerimientos de las autoridades judiciales y 
admiriistrativas en procura de la defensa de los intereses de su entidad. Para efecto de atender 
dichos requerimientos, deberán cumplir con los lineamientos que expidan la Secretarla 
Distrital de Hacienda y la Secretarla JurIdica Distrital. 

13.4. En los asuntos de carácter administrativos relativos a temas de administración de 
personal, acciones contractuales, entre otros, de las entidades liquidadas o en procesos de 
liquidación que deben ser atendidos y resueltos por la Secretarla Distrital de Hacienda. Lo 
anterior sin perjuicio de las facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de 
este decreto. 

ArtIculo 14°.- Delegaciones especiales en el Fondo de Prestaciones Económicas, 
CesantIas y Pensiones -FONCEP. Delegase en el Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del 
FONCEP la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 

14.1. En los procesos del Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., Fondo de Ahorro 
y Vivienda Distrital -FAVIDI (ahora FONCEP), relacionados con el reconocimiento y pago 
de las pensiones legal, convencional, sanción, indexación, asI como los demás procesos que 
se refieran a dichas pensiones. 
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14.2. En los procesos de los entes liquidados Caja de Prevision Social Distrital -CPSD, 
Empresa Distrital de Transporte Urbano -EDTU, Centro Distrital de Sistematización y 
Servicios Técnicos —SISE, Empresa Distrital de Servicios Püblicos -EDIS, Fondo de 
Educación y Seguridad Vial -FONDATT y de la SecretarIa de Obras PUblicas -SOP, 
relacionados con pensiones legal, convencional, sanción y otras obligaciones pensionales. 

Parágrafo. El FONCEP asumirá y pagará las condenas judiciales ordenadas por las 
diferentes instancias judiciales, derivadas de las entidades liquidadas o suprimidas en 
materia pensional con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., efecto para el 
cual debe liquidar las condenas a que haya lugar y expedir la resolución de cumplimiento y 
pago de estas, con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C. 

De la misma manera, las costas que se decreten en providencias judiciales en las cuales la 
condena principal se refiere a los derechos antes referidos, se pagarán con cargo a los Fondos 
de Pasivos de las entidades liquidadas o suprimidas. 

SECTOR MOVILIDAD 

ArtIculo 15°.- Delegación especial de la representación legal en lo judicial y 
extrajudicial en la Secretarla Distrital de Movilidad. Delegase en el/la Director/a de 
Representación Judicial de la SecretarIa Distrital de Movilidad la representaciOn judicial y 
extrajudicial, de Bogota, Distrito Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 de este 
decreto, para iniciar los procesos judiciales o mecanismos altemativos de solución de 
conflictos derivados de asuntos del resorte exclusivo de la suprimida Secretarla de Tránsito 
y Transporte, y del liquidado Fondo de Educación y Seguridad Vial -FONDATT, en los 
cuales tenga interés Bogota, Distrito Capital. 

De la misma forma, asumirá la representación judicial de los procesos activos contra el 
FONDATT iniciados a partir del 1 de enero de 2012. Lo anterior sin perjuicio de las 
facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de este decreto. 

CAPITULO III 
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DE LAS NOTIFICACIONES 

ArtIculo 16°.- Dirección para notificaciones judiciales, extrajudiciales y 
administrativas. La dirección oficial para notificaciones de autos admisorios, inicio de 
actuaciones extrajudiciales o administrativas, en los que Bogota, Distrito Capital o el/la 
Alcalde/sa Mayor sea sujeto procesal, corresponde a la sede administrativa donde funcione 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

En consecuencia, las entidades del sector central deberán abstenerse de notificarse en sus 
respectivas sedes administrativas de las referidas actuaciones en representación de Bogota, 
Distrito Capital. 

Paragrafo. Se exceptüan de la aplicación de este artIculo y pueden ser recibidas 
directamente ya sea de manera fisica o a través de mensajes de datos, las notificaciones que 
se describen a continuación. 

La admisión de acciones de tutela. 
La admisión de acciones de repetición. 
La apertura de querellas contra una entidad determinada. 
La apertura de actuaciones administrativas que involucre a una entidad especIfica. 

ArtIculo 170.- Dirección para notificaciones electrónicas en lo judicial y 
extrajudicial. La dirección electrónica oficial para la notificación de autos admisorios de 
demanda y citaciones a audiencia de conciliación extrajudicial de Bogota Distrito Capital, 
es ci buzón de correo electrónico notificacionesiudiciales(isecretariaiuridica.gov.co  

Parágrafo 1. Corresponde a la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital administrar el buzón electrónico seflalado en el presente artIculo. AsI como 
remitir los mensajes de datos contentivos de las notificaciones de autos admisorios de 
demandas a las entidades que conforme con criterios fijados en el presente decreto deban 
ejercer la representación en lo judicial y extrajudicial. La remisión deberá ilevarse a cabo 
máximo al dIa siguiente de su recibo. Para la contabilización de los términos sefialados en la 
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ley se deberá tener en cuenta la fecha en la que el Despacho Judicial remitió la notificación 
en el buzón expresamente seflalado en este artIculo. 

Parágrafo 2. Todas las entidades deben contar con una dirección electrónica para recibir ci 
traslado de las notificaciones judiciales, en los términos seflalados en las Circulares 
Nos. 086 de 2012, 028 de 2013 y 51 de 2015 de la Secretarla General de la AlcaldIa Mayor 
de Bogota, D.C., o las que las sustituyan o modifiquen. En caso de generarse cambio de 
dominio o dirección electrónica, deberá informarse de manera inmediata a la DirecciOn 
Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital. 

Articulo 18°.- Radicación en ci Sistema de Información de Procesos judiciales. Surtida 
la notificación de un auto admisorio de demanda, del inicio de actuaciones, extrajudiciales 
o administrativas, corresponde a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital realizar la radicación en el Sistema de Información de Procesos Judiciales, 
para posteriormente ser aceptada y actualizada por parte de la entidad competente para 
ejercer la representación en lo judicial o extrajudicial del Distrito Capital. 

Parágrafo. Las acciones de tutela y de cumplimiento deberán radicarse y controlarse 
judiciatmente de manera directa por las entidades y organismos distritales de todos los 
niveles y sectores. 

CAPITULO LV 

COORDINACION INTERADMINISTRATIVA 

ArtIculo 19°.- Conflictos o controversias entre organismos y/o entidades 
distritales. Cuando se presenten conflictos o controversias juridicas, administrativas o 
económicas entre organismos y/o entidades distritales, éstas antes de iniciar cualquier acción 
judicial, extrajudicial, o administrativa, deberán solicitar la intervención de la Secretaria 
Juridica Distrital, para que a través de una negociaciOn interadministrativa se procure un 
acuerdo voiuntario que ponga fin a la controversia, procurando evitar que las entidades 
acudan a lajurisdicción. 
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Corresponde a la Subsecretarla JurIdica Distrital de la Secretarla Juridica Distrital, dirigir la 
negociación, para lo cual establecerá los lineamientos intemos para adelantar la intervenciOn, 
determinará la concurrencia de las dependencias que conforme a la temática deban apoyar 
la intervención, segin lo previsto en el numeral 13 del artIculo 9 del Decreto Distrital 323 
de 2016 modificado por el artIculo 7 del Decreto Distrital 798 de 2019 y en concordancia 
con el numeral 9.3 del artIculo 9 del Decreto Distrital 430 de 2018. 

19.1. Se deberá Ilevar un registro del niimero de mediaciones realizadas, indicando como 
mInimo los siguientes aspectos: entidades participantes, naturaleza de la controversia, 
problema j uridico, resultado de la intervención. 

19.2. En los casos en que se identifiquen causas reiterativas, la Subsecretaria JurIdica 
Distrital, establecerá lineamientos o polIticas distritales, sectoriales o temáticas para evitar 
que se presenten nuevas intervenciones susceptibles de ser llevadas a la jurisdicción. 

19.3. La naturaleza de la intervención realizada por la Secretaria JurIdica Distrital es una 
buena práctica de carácter administrativo que no suspende términos de caducidad ni 
constituye un requisito de procedibilidad fij ado por la ley. 

ArtIculo 200. Representación judicial y extrajudicial en caso de traslado de 
competencias. En los casos en que se presente un traslado de competencias funcionales 
entre entidades del sector central, o entre una entidad del sector central y una del sector 
descentralizado, la representación judicial y extrajudicial en los procesos y actuaciones que 
se encuentren en trámite, asi como en aquellos que se inicien con posterioridad, será asuniida 
por la entidad en cabeza de la cual quedaron fijadas las competencias funcionales y 
misionales que se relacionen con el objeto del proceso. 

En todo caso, las entidades interesadas deberán adoptar las medidas necesarias para 
garantizar que la defensa de los intereses del Distrito Capital no se yea afectada o 
interrumpida. La transferencia documental se deberá realizar con sujeción a las normas 
archivIsticas vigentes. Adicionalmente, se deberá actualizar la totalidad del proceso en el 
Sistema de Procesos Judiciales 
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Articulo 21°.-Actuaciones en acciones populares entre particulares. Corresponde a cada 
entidad atender las acciones populares entre particulares en las que conforme su 
misionalidad y competencia deban concurrir ante los Jueces Civiles del Circuito como 
entidad encargada de proteger ci derecho o el interés colectivo afectado por un particular. 
Lo anterior en los términos del ültimo inciso del artIculo 21 de la Ley 472 de 1998 o aquellas 
que la modifiquen o droguen. 

En el caso de que en el auto de apertura o medida cautelar se vincule a la entidad de la 
administración distrital con la calidad de demandada. Esta deberá recurrir la decision y alegar 
falta de jurisdicción conforme lo previsto en el artIculo 104 de la Ley 1437 de 2011 o aquelias 
que la sustituyan. 

ArtIculo 22°.- Identidad corporativa de Bogota, Distrito Capital, en materia de 
representación judicial y extrajudicial. En el cuerpo de todas las intervenciones 
procesales, de las entidades del sector central deberá señalarse al respectivo Despacho 
Judicial que se está obrando en nombre de "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL", y seguido 
entre guiones ci nombre de la respectiva entidad distrital. Cuando se esté representando a 
más de una entidad, solo se deberá seflalar "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL- SECTOR 
CENTRAL". 

Todas las entidades distritales deberán incorporar en el encabezado o margen superior del 
cuerpo de los poderes que se otorguen, ci escudo de la ciudad de Bogota y la expresión 
"Bogota, D.C.". Cuando se otorgue poder para asistir a audiencia de conciliación o de pacto 
de cumplimiento, deberá dejarse expresa constancia que el apoderado queda facuitado para 
conciliar o presentar proyecto de pacto de cumpiimiento en nombre de "Bogota, Distrito 
Capital". 

ArtIculo 23°.- Buenas prácticas y lineamientos para ci ejercicio de los apoderados del 
Distrito Capital. Los abogados que representen al Distrito Capital de Bogota, D.C., deberán 
observar los siguientes lineamientos: 
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23.1. Cuando en un proceso se encuentren vinculadas varlas entidades distritales, deberá 
V 

promover la defensa estratégica de la âdminisia4ion distrital, coordinado con los sectores 
administrativos estrategias conjuntas;  

23.2. Debe conocer los sistemas de información y las herramientas disponibles por la 
administración distrital queacilitan la obtención de inlormación relacionada con la defensa 
judicial y extrajudicial del Distrito Capital. Wsi como mantener actualizada la inlormación 
de los procesos a su cargo. 

Parágrafo: Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas yb 
Subsecretarios Juridicos de las entidades y organismos distritales del sector central, en 
coordinación con las dependencias de contratación de la respectiva entidad, verificar que los 
abogados externos que sean contratados para defender los intereses de la administración 
distrital, no se encuentren asesorando o adelantando procesosjudiciales en contra del Distrito 
Capital, y mantener dicha probibiciOn durante la vigencia del contrato, conforme al 
parágrafo del artIculo 45 del Decreto Distrital 430 de 2018. 
Articulo 24°.- Coordinación del Sistema de procesos judiciales. La Dirección Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, tendrá a su cargo la coordinación general 
e interinstitucional del Sistema de Procesos Judiciales. 

Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas o Subsecretarios 
Juridicos de las entidades de todos los niveles y sectores, garantizar la actualizaciOn oportuna 
de la información. 

ArtIculo 25°- Cobro de costas judiciales y agencias en derecho. Las entidades Distritales 
deberán realizar el cobro de costas judiciales y agencias en derecho, de manera preferente, a 
través del cobro persuasivo y/o de la jurisdicción coactiva reglamentada en el Decreto 
Distrital 397 de 2011, o el que lo sustituya. 

ArtIculo 26°.- Vigencia y derogatorias. El presente Decreto rige a partir del dIa siguiente a 
la fecha de su publicaciOn y deroga los Decretos Distritales 212 y 270 de 2018. 

PUBLIQUESE, Y CUMPLASE. 
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DadoenBogotá,D.C.,alos ' 	

lu 
CLAUDIA NAYIBE LOPEZ HERNANDEZ 

24 MAR 2021 	 Alcaldesa Mayor 

6Z) 
--

I 

- WILLI IBARDOAM  
Secretario 	'dico Distrita 

ProyectO: Paola Andrea G6mez Vdlez - Abogada - Contratista Direccidn de Gestidn judicial. 
Reviad: Luz Elena Rodriguez Quimbayo - Directora de GestiOn judicial. 	I 

Paulo Andrds Rincdn Garay - Asesor -Subsecretaria Juridica fr(, 
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*20211183805151* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20211183805151 
Fecha: 17-11-2021 

 
 

Señores 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

E.                                                  S.                                                                           D. 
 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTE: FABIO RAMOS PEREZ, GLORIA ANGELA 

LIZARAZO Y OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-

(FOMAG) 

RADICADO:   11001333501420190053700 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO identificada con cédula de ciudadanía número 

1.018.443.763 de Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional 260125 del Consejo Superior de 

la Judicatura, actuando en nombre y representación de la NACION- MINISTERIO DE 

EDUCACION, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO-, conforme al poder de sustitución conferido por el Dr. LUIS ALFREDO 

SANABRIA RIOS actuando en ejercicio de la delegación efectuada por el Dr. GUSTAVO 

FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica y delegado por la Ministra de Educación para 

la función de otorgar poderes en representación de la misma, a través de la escritura pública No. 

522 del 28 de marzo de 2019, me permito dar contestación a la demanda del presente asunto en 

los siguientes términos: 

A LOS HECHOS 

A continuación, se dará respuesta a cada uno de los hechos relatados por la parte actora dentro 

de la demanda, en los términos siguientes:  

CASO No. 1 

PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y 

a los documentos obrantes en el expediente.  

TERCERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente, únicamente en lo que respecta a la presentación de la solicitud.  

CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

QUINTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

CASO No. 2 

PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente 

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y 

a los documentos obrantes en el expediente.  

TERCERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente, únicamente en lo que respecta a la presentación de la solicitud. 

CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

QUINTO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y a 

los documentos obrantes en el expediente.  

CASO No. 3 

PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente 

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y 

a los documentos obrantes en el expediente.  

TERCERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente, únicamente en lo que respecta a la presentación de la solicitud.  

CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

QUINTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

CASO No. 4 

PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente 

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y 

a los documentos obrantes en el expediente.  

TERCERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente, únicamente en lo que respecta a la presentación de la solicitud.  

CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

QUINTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

CASO No. 5 

PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente 

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y 

a los documentos obrantes en el expediente.  

TERCERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente, únicamente en lo que respecta a la presentación de la solicitud. 

CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

QUINTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

A LAS PRETENSIONES 

DECLARATIVAS 

 

PRIMERA: ME OPONGO. A que se declare la existencia y posterior nulidad de acto ficto 

sobre las peticiones de fechas 29 de mayo de 2019, 10 de junio de 2019, 26 de junio de 2019, 20 

de junio de 2019 y 8 de julio de 2019, toda vez que no se tiene prueba de configuración de los 

mismos 

 

SEGUNDA: ME OPONGO. A que se declare la nulidad del oficio No. 20191091582741 de 

fecha 11 de julio de 2019, 20191091796921 de fecha 12 de agosto de 2019, 20191092040421 de 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

fecha 4 de septiembre de 2019 y 20191091787791 de fecha 9 de agosto de 2019  toda vez que se 

otorgó respuesta a la solicitud. 

 

CONDENATORIAS 

 

PRIMERA: ME OPONGO. A que se condene a la NACION – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, a lo siguiente. 

 Al reconocimiento y pago de la prima de mitad de año teniendo en cuenta que no existe 

fundamento factico dentro del escrito de la demanda que permita inferir la ausencia de 

pago o reconocimiento de la misma. 

 

SEGUNDA: ME OPONGO. A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se 

ordene a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- (FOMAG)  a 

reconocer de manera adicional el valor de reajuste el índice de variación de precios del 

consumidor. 

 

TERCERA: ME OPONGO. A la pretensión condenatoria por concepto de costas en contra 

de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO, esto por cuanto la entidad demandada ha actuado en buena 

fe, y no se puede condenar bajo supuestos objetivos 

 

FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 

INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE INTEGRACIÓN DE 

LITISCONSORTE NECESARIO 

 

En el presente caso no se integró en debida forma el contradictorio en tanto que no se demandó 

a la Secretaría de educacion de Cundinamarca, entidad territorial encargada de la expedición y 

notificación del acto administrativo y sobre quien recae la responsabilidad como entidad 

nominadora 

 

Respecto de la integración del contradictorio, el artículo 61 de la ley 1564 de 2012 señaló:  

 

“Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por 

disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en d ichos actos, la 

demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el 

contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos para el demandado.  

 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación 

de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado 

sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término (…)” (Subraya no hace parte del 

texto original) 

Sobre el particular, el H. Consejo de Estado indicó: 

 

“(…) Las partes que participan en la composición de un litigio, como demandante y demandado, pueden 

estar conformadas por una sola persona en cada caso o por el contrario pueden converger a integrarlas, 

una pluralidad de sujetos, evento en el cual se está en presencia de lo que  la ley y la doctrina han 

denominado un litisconsorcio. Dicha figura consagrada en nuestra legislación procesal puede ser de tres 

clases atendiendo a la naturaleza y número de relaciones jurídicas que intervengan en el proceso estas son, 

litisconsorcio necesario, cuasinecesario y voluntario o facultativo. Respecto de la figura del litisconsorcio 

necesario, el cual corresponde analizar en este caso, se presenta cuando existe pluralidad de sujetos en 

calidad demandante (litisconsorcio por activa) o demandado (litisconsorcio por pasiva) que están 

vinculados por una única “relación jurídico sustancial”. En este caso y por expreso mandato de la ley, es 

indispensable la presencia dentro del litigio de todos y cada uno de ellos, para que el proceso pueda 

desarrollarse, pues cualquier decisión que se tome dentro de este puede perjudicar o beneficiarlos a todos. 

(…) La vinculación de quienes conforman el litisconsorcio necesario puede hacerse dentro de la demanda, 

bien obrando como demandante o bien llamando como demandados a todos quienes lo integran y, en el 

evento en que el juez omita citarlos, debe declararse la nulidad de lo actuado desde el auto admisorio de 

la demanda. Si esto no ocurre, el juez de oficio o por solicitud de parte podrá vincularlos en el auto 

admisorio de la demanda o en cualquier tiempo antes de la sentencia de primera instancia, otorgándoles 

un término para que comparezcan, esto con el fin de lograr su vinculación al proceso para que tengan la 

oportunidad de asumir la defensa de sus intereses dado que la sentencia los puede afectar. (…)  (Subraya 

y negrita no hacen parte del texto original) 

 

Quiere decir lo anterior que todas las partes en las que pueda llegar a tener incidencia el proceso 

deben ser citadas dentro de la litis para integrar el contradictorio, con el objeto que se garantice 

el derecho de defensa y contradicción de las partes intervinientes previo a emitir una sentencia 

de fondo. Todo ello con el objeto de que evitar cualquier vicio que puede representar una nulidad 

dentro del procesos. 

 

DEL RECONOCIMIENTO DE LA PRIMA DE MITAD DE AÑO 

A la expedición del acto legislativo 001 de 2005 se abrió la posibilidad de obtener más de trece 

mesadas pensionales, previéndose una salvedad, que en todo caso se encuentra limitada a una 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

causación temporal, es decir, a que la persona perciba una pensión igual o inferior a tres (3) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes y que la misma se causa antes del 31 de julio de 

2011. (953 del 13 de noviembre de 2014) 

Así, es claro que el reconocimiento de la prima de mitad de año que solicita el demandante 

solamente opera para aquellos pensionados que hayan causado su derecho antes de la entrada 

en vigencia del citado acto legislativo o en su defecto, a aquellos reconocimientos posteriores, 

siempre y cuando el beneficiario de dicha prestación perciba menos de tres salarios mínimos por 

mesada pensional. 

Frente a la materia, el Consejo de estado en el concepto del año 2007 fue claro a la hora de 

señalar que sin importar la clase de vinculación ni el régimen que lo cobije, a los docentes se les 

aplica la reforma constitucional tal y como fue concebida por el legislador, sobre el particular 

expresó: 

“Los docentes del sector oficial, nacionales, nacionalizados y territoriales, que causen el 

derecho a la pensión de jubilación o vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de 

entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 1 del 2005, no tienen derecho a la mesada 

pensional adicional del mes de junio de que tratan el artículo 142 de la ley 100 de 1993 y 

la ley 238 de 1995. Se exceptúan los docentes que causen el derecho a la pensión antes 

del 31 de julio del 2011, si su mesada pensional es igual o inferior a tres salarios mínimos 

legales vigentes, según lo establece el parágrafo transitorio 6º del artículo 1º del Acto 

Legislativo en mención” 

V. EXCEPCIONES DE MERITO 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

Los actos Administrativos emitidos por la entidad se encuentran ajustados a derecho, se profirió 

en estricto seguimiento de las normas legales vigentes ya aplicables al caso de la demandante, sin 

que se encuentre viciado de nulidad alguna. 

COBRO DE LO NO DEBIDO 

El artículo 3º de la Ley 33 de 1985 modificado por el artículo 1º de la Ley 62 del mismo año, 

señaló que las pensiones de los empleados oficiales serían liquidadas “sobre los que hayan servido 

de base para calcular los aportes”, para tal efecto enlistó los factores que debían ser incluidos al 

momento de fijar el monto para liquidar la pensión de jubilación entre los que se encuentra: 

“asignación básica; gastos de representación; prima técnica; dominicales y feriados; horas extras; 

bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o 

en días de descanso obligatorio”. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

En el presente caso, los factores salariales que alega la parte demandante no se encuentran 

previstos en el artículo 3 de la ley 33 de 1985, por lo que la entidad al reconocer el derecho 

pensional se ajustó a derecho, sin que sea procedente el cobro de la misma para incluirla en una 

reliquidación pensional. 

BUENA FE 

Tal como se especificó en la resolución mediante la cual se reconoció la prestación, esta se expido 

a favor del demandante. De igual manera actúa de buena fe la entidad, cuando es respetuoso de 

la legislación existente en materia de pensiones, con base en nuestro ordenamiento 

Constitucional y Procedimental aplicando a cada caso en particular la legislación vigente para así 

satisfacer las necesidades de todos los asegurados, salvaguardando el patrimonio público.  

PRESCRIPCION 

Sin que implique reconocimiento de los hechos y pretensiones aducidos por la demandante, se 

propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que se hubiere causado en favor 

del mismo y que de acuerdo con las normas quedará cobijado por el fenómeno de la prescripción, 

indicando que la misma consiste en la formalización de una situación de hecho por el paso del 

tiempo, lo que produce la adquisición o la extinción de una obligación. Esto quiere decir que el 

derecho a desarrollar una determinada acción puede extinguirse cuando pasa una cierta cantidad 

de tiempo y se produce la prescripción. 

Por su parte el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-

Ley 2158 DE 1948, dispone: 

ARTICULO 151. PRESCRIPCION. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en 

tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo 

escrito del trabajador, recibido por el {empleador}, sobre un derecho o prestación debidamente 

determinado, interrumpirá la prescripción, pero sólo por un lapso igual.  

Por su parte el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA, sostuvo:  

“… 

En este orden de ideas, si bien en virtud del artículo 53 de la Constitución Política14 los beneficios 

laborales mínimos de los trabajadores comportan carácter irrenunciable, el legislador ha previsto la 

prescripción extintiva de esos derechos, fundamentalmente con el propósito constitucional de salvaguardar 

la seguridad jurídica en relación con litigios que han de ventilarse ante los jueces frente a la inactividad 

del servidor de reclamar su pago oportunamente. Por lo tanto, para que opere el fenómeno prescriptivo se 

requiere que transcurra el interregno preestablecido durante el cual no se hayan realizado las 

correspondientes solicitudes…” 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

GENERICA 

Solicito a su Señoría que, si en el transcurso del trámite procesal resultan probados hechos que 

configuren una excepción previa, sea declarada de oficio al momento de proferir fallo, tal y como 

lo prevé el numeral 6° del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Invoco como normas aplicables a la presente contestación, la Ley 91 de 1989, Por la cual se crea 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; la Ley 244 de 1995;  La Ley 1071 de 

2006; El artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-Ley 2158 

DE 1948. 

PRUEBAS 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario.  

ANEXOS 

Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal 

NOTIFICACIONES 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 

72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico t_krueda@fiduprevisora.com.co.  

Cordialmente,  
 

 
KAREN ELIANA RUEDA AGREDO 
C.C. 1.018.443.763 de Bogotá 
T.P. 260.125 del C.S. de la Judicatura 

 

 

 

 

 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 

/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
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ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 

(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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